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lllTRODUCCION 

La facultad de abstraer es una caracterfstica e':iPecf­

fka del género humano. Su Qjercicio pennltc la creací6n de ideas co­

munes aplicables a distintos entes. En cst11 capacid.ad se basa el - -­

hombre para el entt:!ndimiento de su realidad, y es L:i prc:misa primdria­

de la enunciación de cualquh:?r const.rntc, por ende de cualquier ley, -

ya sea natural o social, y de cualquier siHcmd de Leye'i. 

fodJ ciencia constltuyé un sistema de conocirnientos -

emanados o demostrados por el <le5arro 11 o de a:domils, proposiciones -

evidentes que no necesitan comprobación, por ende inmutables. Asf, -­

la matemática tiene como uno d~ ellos que par-a todo número real éste -

será l'..)ual 1"! sf mismo. [n el derecho, t.lUC es cicnci.:i, sucede lo mismo. 

Padrfa argüirse <.:n contra de t!<:.t11 <lf~:~ación, que en­

las ciencias socia1-:-s existt'.!n dlverso5 principios ele:r:1cntales para 1os 

que algunos pensadores sostien~n unil postura contraria e inconciliable 

con otros. 

Sin e:mbargo no podemos dejar de admitir que la verdad 

no surge ni se modifica por 1 J visión it:> un sujeto cognoscente, La 

verdad t::s una y las teoríaiz son mero'> esfuerzos (en ocasiones no au 

téntícos) por descubrirla, no inventarla. 

Por ello. no puede negarse la existencia de axiomas 

sociales y para el taso del derecho axiomas jurfdicos. No puede ex.is­

tir un planteamiento 1.fo especuídcic.r.c~ univ~r.-.ales o de mágicas. Todo 

raz.onamiento parte de una verdad anterior. La premisa que lo causa -­

debe ser probada. o evidente. 

Es.te trabajo es un esfuerzo para plantear una parte -



conceptual de la realidad Jurfdic.: la definición de la responsab111-

dad de los servidores pübllcos. 

Sostengo en la primera parte del trabajo que así como 

la ob11gac16n y el deber jurldico, la idea de la responsabi11dad es un 

ax.1oma jurídico aplicable con los mismas conceptos a todas las re1ac1g. 

nes del derecho, tan sólo con una var1ablc, que es el bien reconocido­

Y tutelado por el Estado. Ahi mismo expongo una breve historia del -­

concepto de responsabilidad en el derecho rom¡,no y desarrollo la rela­

tiva a los agentes estatales. 

En la segunda pdrte expongo las diversas tendencias -

que han existida sobre el concepto del agente estatal, pero no me in-­

el ino por ninguna. dado que se trata de ideas propias de las normas de 

cada Estado. En distintas organizaclones sociales, distinta calidad -

dcsemPeMrá c.lda individuo parte como ente funcional. S1n embargo. pr~ 

tendo lograr abstracclones 4úl! en form3 genérica propongan los princi­

pale!. deberes de aquéllos que colaboren directamente a la realizaci6n­

dcl hü ... 11 común, y por los que sea explicattle el r.iotiva por el cual - -

sean sujetos de más deberes que e\ 1·esto de las ciudadanos. 

Eo la tercera parte del trabajo procurD hacer consi-­

dt.•rac.ion~s que sostienen 1a efectiva existencia de varias responsabi-­

Jidades del servidor público y sus tratamiento por los diversos doctrj_ 

narios. 

Debo reconocer que no se abarca todo i v propuesto en­

el universo del pensamiento jurfdico, habiendo sido un grave obst.!iculo 

el idioma y la é5CGSt:: de traducciones.. 



En la última parte de este trabajo anal izo crftica-­

mente el Oerccho Mcx.icano a ld luz de los conceptos definidos en e1 -

dasarrol lo del trabajo. 
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CAPITULO· PRIMERO 

" LA RESPONSABILIDAD: • 

A) Concepto de Responsabilidad. 

La palabra responsabilidad resulta ser en e! 

uso coman un concüpto equ!voco del lenguaje~ es decir, se -

puede expresar que A.A. es un hombre responsable, refirién­

dose a sus virtudes y a su constancia en el cumplimiento de 

sus obligaciones; o que N. N. es responsable, al querer de­

cir quo resultó culpable de homicidio cali(icado. Es f~ci! 

mente perceptible que dicha palabra se refiero a una idea -

que está rclaciuti.1du di.rcctaraent+~ con 1'1 voluntad humana. -

No resulta coherente expresarse de la responsabilidad du las 

cobas o de los animales. Por lo tanto, pertenece, dentro-­

del c::>no•.::imiento filos6fico, al terreno de lo 6tico, y tiene 

distintos significados en cada una de sus vertientes: la -­

moral y el derecho. 

al Responsabilidad Moral y Jurídica. 

El sentido que la responsabilidad tiene en -

el terreno de la moral, responde a criterios muy diversos 

a los que se dan en lo jur!dico. La responsabiliclad en la­

moral surge de una combinación de dos factores: la volun-­

tad y la conciencia (en sentido estricto, como un conocimie~ 
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to absoluto de las circunstancias en que se produce la voluntad y de -

aquel 1 as que producirá). La responsal.li lid ad moral tiene como presu--­

puesto para su exfstencill que el individuo tenga libre ,1lbedrfo, ya 

que si considera a las teorías detenninistas como explicación <.le Ja 

conducta humana. no tiene sentido hablar de responsabilidad, 
1

sino tan­

solo se trata de un relato histórico. Las teorías detenninistas tien-

den a sei'ialar que la Conducta humana es la conclusión lógica y necesa-

ria de un grupo de premisas dt! diversas naturalezas. 

Deben coexistir la voluntad y lt1 concic>ncfa, pues en -

caso de que haya ausencia de a 1 guna, no exi s ti ro;1 1 a responsabilidad. 

Asf, si un individuo tiene la voluntad de <iu)Cil i~r t! un diabético ddn-

dale su respectiva dosis de in~ulina, y el frasco correspondiente con-

tiene en realidad glucosa, no resulta moralmente re~.ponsable, ya que a 

pesar de que imprimió toda la voluntad en las accionc-s que realizó, no 

tenfa conciencia de lo que efectivamente resultaría. 

En la moral. la omisión de una norma sin buena fe (cul 

pab le} trae como consecuencia la responsabilidad. poco si e 1 acto tuvo 

o no consecuencias y cuando hJY daño, ~it:mpre lo sufre el infractor. -

El reproche lo ejerce Dios y la conciencfd. 

El Derecho tiene distinto objeto de la moral; si bien-

ambos regulan al ser humano, la moral se ocupa de la conciencia corno ~ 

ente espfr1tudi :¡ el derec-ho del orden y el bien social, en sus diver­

sas manifestaciones. 
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b) Responsabllidad Jur!dtca. 

El sentido que la palabra responsabilidad tiene en -­

el terreno jurfdico se refiere a una percepción intuitiva de que aquél 

que penetre al campo de lo antijur1dfco se hará dcrecúor a una sanción. 

Sin embargo,los autores evitan definir a la responsa­

bilidad como un concepto jurfdico fundeme:ntal y común a todas las ra~ 

mas del derecho. Normalmente la definen desde el punto dQ vista de una 

rama en particular, pero no como el resultado de una dedut::clón univer· 

sal, ap1 ic:ablc a todo el derecho. Esta situación ocurre inc'luso con -

un concepto tan elemental como el dl:! 1.J obligación. Refiriéndose a lo 

civi 1, dicen los hermanos Maz.cud que "Si hay un tema ~ue uno se sienta 

inclinado a abordar sin definirlo, es ciertamente el de la. responsabi· 

lida.d, s,ln duda porque traspqs;i el dominio de los conceptoE_?urarnente -

juddicos" (l ). 

Se~alan que •responsabilidad" e~ un vocablo de origen­

moderno. el cual se encuentra: escasamente en los capftulos de los del.!. 

tos y cuasidelitos del Código Civi 1 Francés. Oleen que su origen po-­

drfa ser inglés. para lo cual citan al abate ·Feraud quien en su Dicci,2_ 

nario Cr1tico se la atribuye a Wecker. 

(1) 11azeaud Henri y león.- Com~endio del Tratado Teórico y Prác'tito -
de la Respo~sabilidad Civil Oel1ctuosa y Contractual. Editorial Col-­
mex, México, D.F. t. l, p. 1, 1945. 
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No cualquier da1'o -dicen- hace surgir un problema -­

do rospon;ab111dad, ol da~o inflingido por la sola actividad do la -

vfctima no es un problema del que el derecho civil se ocupa. El da­

~o debido a la actividad de un tercero, rompe la armonfa perseguida­

por las nonnas jurfdicas. Oe ello surgirá un conflicto por la exige!!. 

cia de la vfctima para reparar su mengua. Asf, afinnan que "una !JC!. 

sana es responsable cada vez que tiene que rcpdrar un perjuicio 1
·,--­

{aclara páginas adelante que el término "rcp<.Jrar 11 supone qut• no es -

la vfctima quien lo infrinui6). o bien. refiriéndo-;t:'. a una afectación 

de un bien jurfdico (2}. Este -continúan- es el SC!ntido etimológico 

del ténnino: 11 responsable" es el qu~ responde. A esto com~ntan qw?-

Josserand le declara di:ma<:.idLiO ~strecho. puc~ él a.firmd que aún en -

el caso de que 1a victlrilcJ sufre el daí\a por su proµi<l <lCtiv1dad 1 ella 

es la respons.1ble, ptH!'.; lo l'S quien carga con ('l daño ocdsionodo. (3). 

Los Mazcdud recurren partl contr,1decir a Josserand, -

a la teorfa en que el derecho rige relaclonei ~ntre patrimonios (pe!:_ 

sanas entre sf), y rasal tan que la obl iglición no existe cuando el --

acreedor y el deudor son la misma persona. Concluyen que no se tra-

ta de un mero problema terminológico. La gravedad de afirr.1ar que --

quien carga con el d,,ño es el responsable, a pesar de ser la propia-

(2) Mazeauc•, Henri y León. Op. Cit. P. 2 
(3) lbidc:n. 



vtctima, radica en que en el caso de que no exisla culpa alguna, si 

hay responsable. Esto dicen en un hecho escueto, una situación nu~ 

va distinta de la responsabilidad. 

Aqut. con Josserand y Los Mazeaud se definen disti.!!. 

las premisas de una estructura lógica que, obviament.?, llevarán a 

conceptos irreconciliables, la interv<?nción :!-? la voluntad humana -

e·1 las hipótesis jurfdicas parece olvidarse por Josserand. quien 

omite el concepto de violación de una norma (antijurici11l1d) como 

presupuesto d2 1 a responsabi 1 idad. 

Lo anterior se d1?riva del planteamiento de dos con­

ceptos distintos del Derecho: Este es ur. ccr.jlmto de normas impues-

ta~ por el Estado en que se procura un duterminado orden patrimon1a1, 

o es la c\encid que procurl! el equilibrio y el orden de conductas -

de l,1 especie humana en sus interrelaciones manifiestas para garan-

ti:.ar lJ individualidad. 

B) LOS PRESUPUESTOS 0[ LA RESPOUSAB!LIDAO. 

Ja imes San tos menciona, citando a Ui pperdey. yue la 

doctrina moderno reconoce la igualdad de principio5 funddmcntales -

de la infracción ccntractua1 y de los actos ilícitos,.'-' expone en -

forma muy el ara 1 os e 1 ementos comunes a toda responsan i 1 id ad: 

a.- La acción u omisión infractora, 
b.- La anttjuricidad de la misma; 
e. - Li\ culpa de 1 agente. que es el reproche al pro­

ceso anfm1co de la <.:onJuc~a. 
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d.- La producción de un dano; o sea la afectaci6n -

de un bien reconocido por el estado. 

e.- La. relaci6n casual entre la acción u oniis16n y-

el daM. 

Después de enumerar estos rcqu is i tos podemos defi ntr 

a la Responsabilidad como: El deber jurfdico de restablecer un equ.!_ 

Hbrio alterado por una conducta antijurfdica culpable, que trae -­

como consecuencia la afectaci6n de un bien reconocido por el Estado. 

a) LA ACC!Oll u OM!Slml ltlFRACTORA. 

La acción u omisión debe entenderse como ºtodo obrar 

humano volunt,1rio y por ello objetivamente imputable" (4). Resalta­

Santos Briz qlle c~tc concepto juddlco se distingue del filosófico -

porque aquel comprende la posibilidad de un control de la conciencia; 

es decir, se incluyen los actos realizados sin una voluntad directa­

(acciones no prevlstas. no queridas e inconscientes pero que tE:n~an 

la posibilidad de ser controladas (se trata aquf de una imputación -

objetiva del hecho, distinta de la imputación por culpa). La acdón 

u omisión en sentido filosófico, solamente incluye los t.1ctos que son 

resultado directo de la voluntad. 

b) LA ANTIJURIC 101\0. 

La antijuricidad es definida por Gschnitzer {5). como 

la violación a cualquier norma (positiva, contractual. e inclusive --

(4) Jaime Santos Briz. La Responsabilidad Civil, Ja. Ed. 1981 P. 24. 
(5) !dom. r. 25 



el caso de vlolacl6n de prlncfplos jurfdlcos o de buenas costumbres). 

Nlpperdey (6) la define como la 1esl6n de intereses jurfdlcos recono­

cfdos (bienes jurfdlcos) por medio de acciones contrarias a los orde­

namientos. siendo que el concepto ser! solamente completo cuando la -

les16n atienda a la func16n determinante de la norma jurfdlca. 

Para tratar una abstracción de lo antijurfdico Hans 

Kelse11 es contundente: 11 la sanción es convertida en una consecuencia 

de la conducta que se considera perjudicial a la sociedad y que, de -

acuerdo con las intenciones del orden jurfdico. tiene que ser evitada. 

Esta conducta recibe el nombre de "acto antijurfdico". empleado el -­

ténnino en su sentido más amplio. Si hemos de definir el concepto de­

acto antijurfdfco de conformidad con los principios de una teorfa pu­

ra del derecho, entonces las 11 intenciones del orden jurfdico 11 o el -­

propós1to del legislador únicamente podrán entrar en la definición en 

la medida en que se hdllen expresados t!n el material producido a tra­

vés de!~rocedimiento creador de derecho, es decir, en la medida en -­

que se hallPn manifestados en los contenidos del orden jurfdico. De­

lo contrario, el concepto antijurfdico no pertenecerfa a la ciencia -

del derecho" (7). 

Podrfamos decir que este es el punto neur.!lgico de la 

doctrina de Kelsen. La separaci6n de lo matajurfdico de lo jurfdico: 

(6) lbldem. 
(7) Kelsen, Hans. Teorfa General del Derecho y el Estado. 2a. Ed. -­

UNAM,Méxlco, P. 60, 1979. 
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Nada podrá ser contra el derecho si na tiene una sanción. Sln embargo 

el propio autor advierte que ello es dentro del contexto de una teo-­

rfa pura del derecho ajena a juicios valorativas. Esta 1dea -como lo 

expresó- como orador Uolmes en la Universidad de H11;rvard, en marzo de 

1941, emana de la conv1cci6n de que el derecho no t1cne su esencia en 

los conceptos bc1.sicos de los gobiernos y las sociedades {unos protc-­

gen y otros no a la propfodad, dice por ejemplo). no lo común en to-­

dos 1os regfmt?nes jurfdicos es la coerción como med10 de invitar o -­

coaccionar a que se cumpla una conducta. El hecho de que existdn le­

yes sin sanc16n, no significa que son derecho por el simple hecho de-

l lamarse . .asf ~ solamente es el nombre que rccibt>n por emanar de un po­

der legislativo. y s.an solo consejos~ na twne sentido hablar d!! de-­

recho si nJdic puede llldtt.:ri.:d;riente cxqirlo. El derecho asf es de -­

nadie. Adaptar es tos plintos de vis ta, es .Jdaptar una técnicJ 16g 1 co­

pura, pero es independiente de considerar e1 justo contenido de las -

normas. E1 ánimo de presentar a Kelscn tan solo obedece a mi voluntad 

de describir técnicamente a la responsabilidad. 

"El acto antijurldico es el supuesto al cual la norma 

jurfdica enlaza la sanción. Cierta cetnducta humana e~ un acta a:nti-­

jurfdico porque el orden enlaza a ta1 conducta, en cuanto supuesta, -

una sanción como cans.ecuencla. El acto antijurfd1co es delito si ti~ 

ne una sanción penal, y es una violación ctvil si tiene como conse--­

cucncia u11a :.Jr.ción civil. Es incorrecta 1a aflrmacl6n corriente de­

acuerdo can la cual una cierta conducta humana trae con~igo una 'San-­

ción jurfdica porque tal conducta es antijurfdita. Al rev~s: la - --
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conducta es antijurfdtca porque tiene como consecuenc1a una sanctón" 

(8). 

Esta ú1tfma considera que es un exceso lógico, puesto 

que la sanci6n en la norma tal como lo describe Kclsen, es un atrib,g_ 

to. Para que tuviese tal estructura debiese tener la sanción una .. -

1dentidad en la antijuricldad, ello siguiendo el esquema Aristotéli-

co. 

"Intimamentc relacionado con el concepto de acto an~-

tijurfdico está el de deber jur(dico • • Un individuo está jurfdJ. 

camente obligado a la conducta opuesta a aquello que constituye la -

condición de la sanción dirigida contra él • • . Viola su deber (u 

obligad6n), o, lo que equivale a la misma, comete un acto antijurf ... 

dico, s1 se comporta de tal manera que su conducta sea condición de 

una sancidn; cumple su deber u obligactón. a lo que es lo mismo, de­

ja de cometer un acto antijurfdico. si su conducta es contraria a )a 

que constituye i<J i:onr!ici6n de ia sanciónº {9). 

C) CULPA. 

La doctrfna clásica de la culpa et vil. utiliza como -

elemento indispensable la omisión de 1a: diligencia exigible al agen· 

te, siendo la idea central la previsibilidad como antecedente 1é9ico 

y psicológico de la cvitabilidad de ul" resultado contrario a derecho 

y no querido. 

(8) >:elsen, Hans. Op. Cit. P. 59 y o. 
(9) Kels.n, Hans. Op. Cit. P. 68 y 69. 
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As!, este concepto de la culpabilidad civil resulta -

coincidente con la pen,;,,l, que es la 11 reprachabil1dad personal de la -

conducta antijurldica" (10). 

La diferencia que Jaime Sdntos Baiz, da a ambos tipo5 

de culpa es la tendencia a establecer en el derecho civil una idea de 

11culpa social a culpa sin culpabilidad" (11). Esta se encuentra bas~ 

da en un enfoque distinto para t.?Stablecer ld responsabihddd, según -

e 1 cua 1 1 a última y 1 a sociedad adquieren mayor entidad que el autor-

del hecho antijuddico e imputan la culpa a este Ultimo s1n importar-

el proceso an fmico de su conducta; es decir. aún en el caso de que :;e 

obre con toda d i1 i genci a. 

En el i~ic:.rno sentido Kelsen rJ;stlngue para toda resPO!! 

sabilidad: la basada en culpa y la absoltJta (12) . Se trata de la pr_l 

meraruando la sanciór1 es atribu1da a una violadúfl 1...u1c Jr:gcr. e:; 

directamente la voluntad; al referirse a la sl!gunda señala que: "no -

es neces:aria una relación entre el fuero interno del agente y el re--

sultado de su comportamiento" (13}; ésta no significa que no intcrve_!! 

gala voluntad a que no exista culpa propiamente. sino que tan solo -

es inrclevante. 

Para considerar que las distinciones que se hacen de-

la culpa como concepto civil o penal, no nece!>ariamente son verdaderas. 

(10) 

(11) 
(12) 
(13) 

Defintción de Jiménez de Asúa. citada por Franchco Pavón 'lasco!!. 
celos. Manuel de Derecho Penal Mexicano: 4a. id. Ed. Porrúa Méxi __ 
co.P347, 1978. -
Santos Baiz, Jaime. Op. Cit. p. 58. 
Kelsen, Hans, Qp. Cit. p. 76. 
Kelsen, Hans. Qp. Cit. p. 77. 
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Puede considerarse que al surgir un nuevo concepto de deberes por -­

los bienes pel 1grosos, se ha pretendido incorporar al concepto de 

responsabilidad una culpa que no lo es. Pos i bl emcnte se trata de 

forzar una figura jurfdtca y en realidad se es U incurriendo en lo -

que en un principio se cit6 respecto de ld crftica que hacen los her. 

manos Mazeaud a Josserand; es decir. se busca un equilibrio de patr! 

monios y se afinna que es responsable quien en último término sufre­

el daño. 

Una explicación para unir el concepto de culpa social 

al de culpa clásica en el derecho civil, podrfa ser la usada para de~ 

cribi r la acción 1 ibre en su causa del derecho penal, aunque en ténnj_ 

nos general es me resista a aceptar que pueda existir responsabil 1 dad 

sin culpa. El sistema que nonnalmente sostuviera lo contrario me pa­

recerfa partfcipe del reino del terror. 

Kelsen usa para explicar ld posibilidad de que exista 

respon'.:.abllidad por el hecho de otra, el caso de un jefe de Estado -­

que agrede a una Uación que después responde y sanciona, y es la so-­

cíedad que representa lt\ que sufre las conseC!Jencias (es responsable) 

de tll actuación, sin tener culpa, Sin embargo, para tal caso advierte 

que debe l legarsc a tal conclusión desprendiéndose del conc~pto de -­

persona, es decir, que tal jefe de Estado actúa como r:.: 1Jresentante de 

la sociedad; ya que en caso contrario será la propia colectividad la­

que en un principio agredfa a otra rtaci6n, independientemente de que­

na haya colaoorado cu11 ~u vc.luntad dirc::ta:nente, es decir, sin culpa. 
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El propio Kelsen sefialil que la re9la general es que un 

indfviduo solamente es responsable de los dCtos i>ntijurfdtcos que él -

mismo comete. Para el ca.so de responsabilidad por hechos de terceros­

dice que no puede hablarse de tal: Al producirse un hecho antijurfdico 

que ha causa.do daña y del cual tfene Que responder una persona distinta 

de la autora. no se trata de un caso de responsabilidad; sino de un -­

nuevo deber jurfdico de pago, cuyo incuíltplimiento se aparejada respof!. 

sabi1idad. Cumpliendo con Ja obligación de P<11JO, s:e evita la sanci6n. 

La responsabfl idad es s 1í."inprc una sane l tSn, si por e 1 hecho de otrd, - -

uno no es culpable. uno "ª es responsable. 

La teorfa de la culpa "in vigilando" e ''in eligendo", -

en la que se dice que un sujeto es rcspons.aole a causa de un hecho de~ 

un tercero por incumplir el deber de vigilar o por habc>r errado al el~ 

g1do, no satisface plenamente t::"l fcn61.1eno, ya que puede existir toda 

la vigilancia o la prudencia en la elección, y aun asf producirse el 

daí\o. Además, esta tcorfa confirma que uno no es responstJb1e por el 

hecho de otro, sino por incumplir lo propio: vigilar o elegir corree~· 

tamente. 

O) El PERJUICIO. 

La responsabil fdad juddica su¡:;.one como dijimos la ~· 

afectación de un bien reconocida por el E"stado; es decir' un perjuicio, 

el cual es un presupuesto de la antijuricidad. El alc~nce que tlene -

aquf la palabra p~rjuiclo e'> el daiio en sentido la.to, ya que se trate· 
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de un11 mengua, alteración de un orden o equ'1ibrio econ6mico, o - -

simplemente la variación no provechosa de un bien en el que el derf_. 

cho tiene depositado cierto interés (14). Asf, expresan Los Mazeaud, 

"Los ¡i?rjuic1os que perturban el orden social pueden ser de natura-­

leza muy diversa". De esta manera, los Hennanos Mazeaud iluminan el 

camino para concebir que el concepto de respo~sabilidad no está lig_! 

do al resarcimiento econ6mico¡ en Derecho pues, si no hay perjuicio­

no hay responsab11 idad; si no hay incumplimiento (antijuricidad), no 

hay responsabi 1 ida d. 

E} DISTINTOS PERJUICIOS. 

Presuponiendo la posibilidad de la División del Der~ 

cho. y por ende, de la ~xlstcncia de distintas normas y bienes jurf­

dicos {a reserva de analizarlo más adelante. podemos apreciar que -­

existe la tendencia predominante de sostener que existen por excele11 

ciados tipos de perjuicios: el privado (civil} y el público (penal). 

Los hennanos Mazeaud distinguen solamente el perjuicio causado a la­

soci ed:.1d. o a una persona detenni nada, o a ambas. 

En el terreno de lo Civil. nonnalmente se habla de -

dai\os tipfcamente patrimoniales, sin embargo, no es lo único afecta­

ble entre las relaciones en los particulares,·asf se habla de daños-

11extrapatrimoniales11 como las que se infligen al honor, la fama y -­

rcput.!ci6n profesional. la honra, el buen nombre. la vida y la inte-

(14) Garc!a Hirschfeld, José Luis. Op. Cit. p. 1032. 
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gridad ffsica como factores de desarrollo patrimonial. el dolor ffsi-

c:o o moral, el crédito comercial, etc. 

Estos daños son considerados por el derecho privado.­

dado que son producidos en el desarrollo de las relaciones tfpicas de 

esta rama, y porque las sociedades {nonnalmente) no tienen interés de 

defenderlos en forma individual. o ejercitar acciones para su protec--

ción o restablectmtento. Ast. la responsabilidad civ1l supone un - -

"perjuicio privado". 

En el terreno penal; nos dice BeccariJ, 11 la única y-

verdadera medida de los delitos es el dai'lo hecho a la Uac16n, y por -

esto han errado los que crey~ron que lo era la intención del que lo:.-

comete (15), cualquier df!lito aunque privado, ofende il la sociedad. -

pero no todo delito pt"ocura su lnmediala destrucción (16). La volun-

tad por sf sola no constituye ld responsabilidad, pues. no pt::rjudica a 

la sociedad sino hasta que se manifiest<! materialmente, cuando esta 

última ocurre, poco importa si afectó o no a un particular, pues es 

en primer término la sociedad quien !iufre el perjuicio. Asf 1 la res-

ponsabilidad penal supone un ''perjuicio público". A excepción de los 

casos de querella, pero ~llo como un requisito previo a ejercicio de-

la acción, constituyéndose en una medida de respeto a la privacidad. 

De lo anterior podemos inducir que hay distintos ti­

pos de perjuicios. dependiendo del bien da~ado, el cual en ocasiones 

(15) Beccaria, Cesare. De las delitos y de las penas. Za. Ed. Alianz-a 
Editorial lladrid, p. 37, 1980. 

(16) ldem. p. 39 



- 15 -

es imposible reparar con una simple restituci6n. Por ello el dere­

cho para restablecer el orden alterado (aunque. no pueda darse plen_! 

mente en algunos casos), ordena muy diversos medios de reparaci6n o 

de medios para el equilibrio del orden social. 

F) LA REPARAC!Oll. 

Es evidente que el contenido de la sanci6n de los -

actos antijurfd1cos de carácter civil, es reparar la pérdida sufri­

da por la vfcttma por tal actuación, es decir restablecer el equilj_ 

brlo (no siempre patrimonial), el orden alterado, en el bien jur!dj_ 

ca de las relaciones entre particulares o de éstos con el Estado. 

Si bien los Hermanos Mazeaud no la expresan como tal, 

dan los elementos para considerar que la reparación del perjuicio -

en la responsabilidad penal, está constitufda por los actos con que 

se recupera el orden alterado, tJl como el castigo que evita que el 

mismo 5ujeto cometa de nuevo la infracción y que otros se inclinen a 

imitarla. 

Por su parte, Beccaria, nos dice; " Para evitar estas 

usurpaciones necesitaban motivos sensibles que fuesen bastantes a -­

contener el ánimo despótico de cada hombre cuando quisiere sumergir­

las leyes de la sociedad en un caos antiguo. Estos motivos sensibles 

son las penas establecidas contra los infractores de aa .... ellas leyes" (17J_ 

(17) Bec<aria, Cesare. Op. Cit. p. 27 
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11 Es evidente que el fin de las penas no es atormentar 

y afligir a un ente sensible ni deshacer un delito ya cometido, no es 

otra que impedir al reo causar nuevos daños a sus ciudadanos y retraer 

a los dem~s de la comisión de otros iguales" (18) Es decir, restable­

cer e 1 orden alterado. 

Oe las anteriores consideraciones podernos concluir que 

el fin de toda reparac16n es restablecer el equilibrio alterado por -­

un dal'io producido por un tercero, d1cha reparación no necesariamente­

tiene que ser pecuniaria al igual que el propio daño. 

OEF!N!C!ON DE P.ESPONSAB!L!!JAD. 

Es aquf donde debemo-.; in::llnarnos por un concepto: -­

La responsabilidad es el delier jtJdrlico rfo re5ta~lccer un cquil ibrio­

alterado por una conducta antijurfdica culpable, que trae como conse­

cuencia la afectación de un bien reconocido por el Estado. 

¿ UNA O VARIAS RESPONSAB!L!DADESJ 

Una vez expuesta la mcc~nica conceptual, debemos de­

tenernos un momento, para !nalizar la posible existencia de distintas 

responsabilidades, o si se trata de un concepto indivisible. Siendo 

que la responsabilidad es un deber jurfdico emanado de la norma, de­

be descubrirse, primero si entre sus distintas manifestaciones hay -

diferencias de fondo. 

(18) Beccaria, Cesare. ldem. p. 46 



• 17 • 

El maestro Eduardo Garcfa Maynez (19) cita a Gurvi­

lch, quien expone llolllger respecto de la división del derecho en. 

público y privado, se exponen 104 tcorfos siendo que a su criterio­

ninguna es compl eta111cnte vál \da. 

Los autores proponen la división del derecho en pri 

\'ado y público en razón de la finalidad, del objeto de las normas,­

º de los. sujetos, que rigen o participen en las distintas relaciones 

jurldicas. 

Por la final ldad del Derecho- En razón del interés-

en juego. ya que se trate de la cosa pública o de la privada. Su -­

crftica se centra en que finalmente, en todas las nonnas existe el-

interés púl.Jlico, lo 4ue convertida a toda norma en dl!~·ttcho púb1ico. 

Por el objeto.- Lo dividen ya sea que se trate o no 

de relacione5 pecuniarias en él. La crltica en este caso afirma 

que el derecho público puede tratar de relaciones pecuniarias ,:1 

igual que el prhudo. 

Por las normas.- Criterio tJ,•l que cx.i~ten tres co--

rrit!ntes: Por el carácter de las nonnas ya sea imperativo o suplet.2,. 

río 1 postura a lo que se objeta lo m\smo que a las teorfas del su-­

jeto que actüa con carácter imperial o sin él; lo cual citamos ade­

lante. Por el contenido de las nonnas, ya sea que regulen al ente­

estatal o a 1a l/ida social 1 a la que se apiicd 1a r.d:.:nJ. :rttica de­

las tcorfas c:;ue se basan en el obJeto, pues una 111isma norma puede -

regular a una o a otra, por el simple hechu de que el estado o el -

(19) Garcla Maynez, Eduardo,- Introducción al Estudio del Derecho. 
Ed. 28a. Ed. Porrúa, México, P. 133, 1978. 
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particular se coloque en el supues.to. Por las relaciones de justicia. 

ya sea de subordinación (bien común) o de coordinación, lo que repre­

senta el problema de definir en que situación el estado subordina o -

se coordina, y si éste auténticamente puede coordinarse con sus go---

bernados. 

!:.Qr_~~~.- Unas proponen que la división se -­

sostenga considerando como derecha púol ico aquel en que exbta la in-

tervenclón del Est,1do, y como privado en el que no; sin embargo, t>l -

Estado puede intervenir práct i carn"::>ntc ~n todo; otrds teori' 3$ ob~cr'lan 

predomi nantcmentc el carácter de la 1 ntervcnc ión de los sujetos, ya -

seancon imperio o sin él y a la!. que se hace la objf!ción de que el --

astado en la forma en que intr:rven(_p, no puede ~cpar¡'\l''Se Je su lmperiu. 

Por últiniO. d·~n:.ro de esta Ult110a clasificación el 

autor citado menciond d IJ~ ~i.;crias que sostlenen lJ existencia de la 

divisi6n del derecho por las atnbuc1oncs d~ los S'JJetos, siendo que-

el derecho público es "el conjunto de normas que ngen la organizaci6n 

del Estado y la actividad de éste, directarr.entc encaminada al cumpl1-

miento de las atribuciones 4ue al mismo corresponden" {20}. Mientras-

que e1 Derecho Privado ser~ el conjunto de nonnas "que rigen las re-­

ladones entre 1os particulares y es dpl1cab\e a d;.¡uellas en que e1 -

Estada intervü~ne, cuando la actividad de fste. no afecta inmediata--

mente a la satisfacción que le está encomendada de las necesidades --

qenera 1 es,. (21); es decir, en las que no siendo necesario e 1 usa de -

{20) Fraga, Gabino.- Derecho Administrativo.; Za.-Ed., Ed. Porrua Hnos. 
y Cia., México, p. 102, 1939. 

(21) lbidem. 
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la autoridad el estado puede dar cumplimiento a sus atribuciones -

como cuando arrienda un local para una obra cspecffica. 

Esta tesis, la sostiene Gabino fraga, y en nuestra 

opinión satisface en mayor medida que las e>:puestas, la explicación 

del fen6mcno de la división. Constituye una posición ecl'1ctiva en 

la que mezcla las ideas de 1 autoridad • e 1 intereses generales •, 

y los conceptos de las teorfas del objeto, sujeto y nonnas; sin --­

embargo, presenta el problemtI de definir cuando la actividad esta-­

tal no afecta inmediatamente la satisfacci6n que Je está encomenda­

da de las necesidades generales lo que es casi coma p1antear la cue2_ 

ti6n de la cosa pública y la privada. 

Cualquiera de las anteriores tt:!orfas hace patente: el 

~onocimiento intul Uvo de que no todo el derecho es igual, siendo -

un ente complejo, es divisible~ sin l!li)!JJ.rgo, el problema no está en 

considerar la poS>ibilidad de dividir. sino en descubrir si esa di­

vis.i6n atiende a diferentes especies dentro de un gér\Qro o a entes 

{por .:i.sf decirlo) sin diferencia esw~c'ffica pero con accidt?ntes. -

Estas teorfas contien1.:n elementos comunes, y p11rten de la premisa.­

de que extste unidad en e1 concepto de derecho e idl!ntidad en sus­

premü.as princ)palcs, si no fuera asf p1anteJrfan sus propo::.iciones 

concl destina de comprobar diferentes esencias de derecha; es de­

cir, diferentes ciencias respecto a un objeto co9nocible. Asf --­

buscan cu~l es la variable que presenta.da en forma d~ accidentes, ... 

hace que el derecho teniJd ram~s. 
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En derecho no es prudente genera 1 izar en fonna abso­

luta. Asf. de esta fonna, considero que la tesis del maestro Fraga­

resul ta la más adecuada para el propós ita de es te trabajo, ya que de 

sus definiciones se desprende que una nonna no es pública ni privada 

por un e 1 emento de su es true tura que, variando ca su f s ti camente, haga 

cambiar la connotación µública o privada de la misma, asf como por-­

que pen11ite consid!;'rdr que no tod¡]s las normas dl'l derecho civil 

son de carácter privado, ni todas las del penal o administrativo son 

públicas, como se bs considera por excelencia; solo se tratad~ -

agrupaciones en las que predominan normas de tal o cuul carácter. 

De esta forma podemos entender el hecho de qu~ d pesar de que el es­

tado intervenga en relaciones jurfdicas tiplcamcnte privadas, la --­

nonna que las regula na dejard de str privada, aunque el estado no -

pierda su imperio, di!dO que aún asf no necesita usarlo para que la 

relación cumpla con su objeto. 

Por otra parte. si bien el punto de vista tfpico de­

la negación de la divisibirlidad del derecho es el de Han Kelsen, de­

su cxposici6n podemos reafinnar algunas consideraciones anteriores.­

Sostiene que el derecho es indivisible y coincide ~n s11 totalidad -­

con el estado, resultando que: "La distinc16n entre derecho privado­

y público (o cualquier división) en la jurisprudencia tradicional, -

Cúr+::.tiluyc ld ba~e de la s1stemat1Zac1ón oe1 derecno. !:irn emoargo,­

en vano se buscará una defiilición ín1:.:¡uívoca de esos dos conceptos" 

(22). Asf, dice que nonnalmente se ha diferenciado al derecho pri-

(22) Kelsen, Hans. Op. Cit. p. 239 
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vado del público, al proteger el primero intereses particulares y el -

segundo públicos (23); pero arguye que dicha definición cs"invalidada­

por el hecho de que el Estado puede ser parte en una relación de dere­

cho privado. En este caso, las normas del derecho privado indudablemc.rr 

te cumplen la función de proteger los intereses del Estado, es decir, 

el llamado interés público" (24). Añade que aún prescindiendo de di--

cho ejemplo las relaciones particulares constituyen también un inte--

rés del Estado. 

Sin embargo, Kelsen admite distinciones técnicas cuya 

utilidad radtca en sistemdt1zar el derecho y expone que "La diferen-­

cla entre b técnica del derecho privado (civil) y la del penal, se 

e.xplfca por a rocho d!! que el orden jurfdico que establece la pena 

comosmción, no reconoce como decisivo el intr.rés ir.diví·11rnl vulnera-

do por el delito, sino el de 1a comunidad jurfdica ..• 11 (25). 

En consecuencia, dplicando li! teorfa de Kelsen, exis­

tirán dlstintes técnicas del derecho como sanciones pueda haber. ello 

sin<t.ender a dferencias especfflcas. y podrán agruparse tan s6io sis-

teináticamertte t.t.endiendo a bs .diferentes intfrrcscs que cstable-zca el -

orden jurldico, e1 estado. O lo que es lo mismo atendiendo a las afeE_ 

tacianes de bienes jurfdicos reconocidos por el Estado, hJbrá difere.!!_ 

tes forma: di? restablecer el orden, es decir, sanciones. Asf, al daño 

(23) Este planteamiento coincldeoon el cHsko del Derecho Romano. 
(24) Kelsen, Hans. Op. Cit. p. 245 
(25) lbidem. 
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detenninará. la sanción, y el daño solo será diferente por el bien jurf-

dico afectado. En conclusión, el oien dctennínarcl la sanción, y si es-

ta detennina el tipo de responsilbilidad, el bien juddico protegido de­

finirá el tipo de responsabilidad. Aplicando la teoría de Fr,1ga llega-

mos a 1 a misma conc 1 us ión, ya que 1 o dctenni nante en una y otra dl'fi ni~ 

ciones (del derecho público o µrl\.·ado) es si 1a actividad estat...il afee-

ta inmediatamt!nte la S.1tisfacciC:n que le está encomendada de las necc-

sidades generales para lo cudl debe usarse lt1 dUtür\lJJd. o se trata-

de relaciones entre pa rt i cu 1 ares (o entre Gs tos y e 1 es tddo) en 1 as que 

se excluyen dichos factore'l. Dicho de otra fonna. si los bienes jurfdj_ 

cos reconocidos por e1 Estado y sobre los que versa la relación son o 

ho' propios del estado en forma directa come i\Utorldad y entre represe.']_ 

tante social. Si bien la tcorfa de Fragd di:.tin~u~ dl U.::rc.:ho cr. ;ú-­

ol ico y privado por el carácter de intervención de los suJetos, éste -

estará determinado por el bien jurfdico que se desea proteger o resta-

blecer. Asf, con detenninados bienes jurfdícos, el ejercicio de laª.':!. 

toridad es indispensable y en otros no. Por la cantidad de conc~ptos­

que involucra, considero impropio clasificar esta teorfa dentro de las 

que dividen al derecho por los o;ujetos. 

Lo anteriormente expuesto no constituye un dogma ni un 

supuesto slmbl6tico de este trabajo 1 ya que los mismos doctrinarios -­

rt:c.oouci:n que no se h~ lo!]rada una definición clara e· trrefut~ble del-
- -· . 

tema, pero si resulta ser Una fcirrna éfEfé-xplicar-met6dicamente y--Pro-bar 

la posibilidad de la existencia de una unidad.del concepto de respons_! 
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bilidad en el derecho y sus diferentes acepciones en cada materia. E!!. 

tonces manifiesto que la variable del concepto de responsabilidad par­

la que se conforman las distlntas acepciones de la misma es la afecta­

ción de distintos bienes reconocidos por ul Estado. Es decir el deber­

jurf dico de res tab 1 eccr un equ i 1 ibrio al te rada por una conducta anti j~ 

rfdica, que trae conio consecuencia la afectaci6n de un bien reconocido 

por el estado, ser& de distinta clase conforme sea distinto este último. 

Por ello. no es conl/enicnte hablar de una responsabili_ 

dad distintiva dt.• un grupo distintivo de sujeto::. (como los agentes es­

tatales) por el simple hecho de tener tal calidad, pues no resulta co­

rrecto considerar al sujeto como la variable. Si !;e considerara al su­

jeto como ld variable de la responsabllidad, se padrfa hablar de una -

responsabilidad distlnta para los extranjeros de la d~ los nacionales. 

Lo que n~ es verdadero en esta etapa de evolución del Derecho. Muy 

dist1ntu es plantear q•;e ciertos bienes jurfdicos o reconocidos por 

el SStJJo, solamente pueden ser vulnerJdo~ (dañ~dris) teniendo tdl ca-­

lidad. Más adelante veremos como en la llamada responsabilidad admíni.i 

trativa puede ser suJctos de ello los particulares; definir esta últi_ 

mo es e 1 propós i lo de este trabajo. Sí cons í d~ráseinos a 1 sujeto 

como la variable, tendrfamos que concluir que la calidad del sujeto le 

daría a la responsabilidad su connotación públ1ca o ¡H';.ada. 

Como corolario citaremos a Fiorini cuando expresa: - -
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"Todas las disciplinas de la cfencfa del derecho tienden a establecer 

reglas sabre las con5ecuenc1as que produce la antijuricidad 11 {26). -­

siendo que generalmente las disdpl inas regulan distintos intereses -

jurfdicos de distintos grupos sociales. la antijuricidad puede ilfec-­

tar bienes jurfdicos distintos. 

C) NOC!OllES DEL DERECl/0 ROMAllO. 

Primitivamente la venganza era concebida como l~ re== 

paración del mal. la Ley del Talión l'l~vadJ a ~crecho. A:.í, cuando­

algufen sufrfa un rnal. ten fa el derecho a vengarse de quien lo habfa­

provocado. La sustltuci6n de la venyanza por el rp'::.cc?tc sobrevino de 

inmediato. La vfct ima pudf a en un principio eJercer la opción de eje!. 

citar la venganza o exigir un rt.!scatc, 

Se9urar.1ente el prim!!r encuentro del Derecho con lilS -

rafees de la palabra responsilbilidad la encontrJmos en los comienzos­

del siglo Il[ A. de c .• a~ concluir:.~ el monopoilo del conoclmiento -

del derecho por p.lrte de los pontffices, al momento en que los versil­

dos en derecho emitieron sus opin10nes públicamente y dictaminaron -­

sobre casos prácticos: respondcre de 1Ure. tsta etdpa del derecho de 

juristas se transforma al término de la repúbllca. Ya con Octavio 

los jurfSld~ ÍUt!rOn dotados del ius í1llblice ri:~spondendi para la adrni~ 

nistract6n de Justii.:ia. Ello <lió origen a lilS colecciones jurídicas 

conocidas como respons.l (dictámentes) y digesta (decisiones ordena-­

das). Este derecho fue perdiendo terreno ante el poder estatal su--

(26) Bartol01né A. Fiorini. Op. Cit. T. Jl P. 180. 
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prcmo hasta que en el siglo ll la participación del juri en es te 

sentido se limita al asesoramiento en la elaboración del Derecho, 

siendo un ejemplo comUn las rescriptas del emperador (27}. 

Cuando surgió el poder organiz.ado, el primer paso al 

orden fue obviamente evitar los juicios autocjecutivos y dar paso 

asf al juicio de la autoridad. Asf el principio de no hacer justi--

cia por l<l propia mdno, impuesto por los gobernantes, sancionó las -

avenencias sobre 1 os daños o 1mpuso sus propias val uaci enes, 1 as cu.! 

les eran obligatoria$ y oor lo tanto jurfdicament~ satisfactorias. -

La satfsfaccfón del daño eYoluciona de la venganza a la reparación. 

La necesidad de imponer el orden por parte de los --

gobernantes, requirió de hacer propios los daños que no eran recla-

mados por una victima directa, aquellos en los que la composici6n -

podrf a perjudicarlos 1 o a que 11 os que afectaban a 1 conjunto de súbdi -

tos o de gobernantes 1 en resúmen cualquier cosa que pudiese desequ i -

librar a la sociedad, ya sea en sus células o en su conjunto, y que 

por lo tanto obstaculizara la labor del gobierno. Lo anterior hizo 

surgir la diferencia entre derecho penal y civil, siendo clara la -

diferencia en Derecho Romano entre 1 a responsabi 1 i dad contractua 1 y 

las llamadas delictuosa y cuasidel ictuosa. 

El principal instrumento de los romanos para resol­

ver problemas de daños, lo encontramos en la Ley ~quilf .. a.·,,~ñ la ~ual 

(27) Kunkel, Wolfgang. Historia dei Derecho Romano. Ed •. :Ariel Bares. 
lona, P. 114 y ss. 1979. 
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se trataba únicamente de hip6tes1s concretas sin croar un principio 

general. Los jurtsconsultos, auxiliados del pretor, fueron conce-­

diendo acciones que ampliaron el dominio de dicha Ley. Otro ins-­

trumento fue la ac.c16n derivada de delito, la cual se encontraba 

restringida por el mismo formali~mo de la Ley Aquilia. 

En un principio la ley J\qui1ia omite la cuestión -­

de si el que causó el daño lo hizo obr.1ndo con o sin derecho a pro­

vocarlo. Los jurisconsultos, entre ellos Quinto M\JSCio Scévold, -­

formularon la concepción de la culpa aquiliana: Jmpunltus est qui -

sine culpa et dolo malo cusu quedam d<lmnum conl!Tlitit (Gayo 3, 211).­

En Derecho Romano, "la cuestión de la necosidad de la cuipa no se­

p1ante6 nunca en su integridad. S1empre núUu i;a.>o: de re~pons.Jbi­

lidad •in culpa" (28). 

D) EVOl.UC!ON DE LA RESPONSABIL!DAD DE LOS AGENTES • 

Georges Vedel ex.pone con el ari dad es te tema, y co­

mienza diferenciando entre la responsabilidad civil personal de los 

agentes de ta administrac\ón y 1a responsat,i1 idad de la administra-­

ción propiamente, aunque afinna que en la hlstoria y en et derecho -

positivo está fntimall'ente relacionadas. 

Durante largo tiempo, la idea de la responsabilidad -

de la administrac1ón se r~ch¡¡:.6 en >1irtud de la soberanfa del Estado, 

(28) Mazeaud, Henri y León, Op., cit. p. 23. 
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idea que llevada a i;us extremos impedfa consid1:H'Jr que éste se p1.1-­

dier.:1 rquivocar. Cuamlo por fin put.lo v~nccrsc ese dogma, que ahora­

nos pJre<.:C' im:oní.ehibl~. 11tcnta~. 1.1s ideas de la ilustración, em;· · 

LÓ ~1 rt.:"rurrlrse a la ll•gi'.~lacit'in civil pura oliligur al estado a re­

~1arar los da1ios tiuc causaba (de esta fonna solo podrfo considerarse 

r~~poris.ihll! i\1 t•Slildo ¡;u..ifülu el derecho positivo a:>f lo dictaru~. 

ru(> hasta dc~pués del caso tn.1nco 1 en 1873 en el -­

lnl1u111'\I lle CQnílh:to:; frarn:i!~, qur. se descílrl6 la idea de recurrir 

al Derecho Civil para los efectos de la rcsponsabil idad del Estado­

Y <.>f! consagró un,1 tP.orftt autónoma. 



- 28 

CAPITULO SEGUNDO 

" EL AGENTE ESTATAL " 

A) - LA llOC!ON O¿ FUllC!ON PUBLICA. 

La palabra función significa "actividad" y la actividad del -

Estado ser5 función es ta ta 1 (inserta dentro de la µútil i ca). El contenido -

substancial de la función abutiza a los distintos tipos de funcione~. De esta 

foril1a la función administrativa no e~ el ejercicio de un poder del estadr:i sino 

una manifestación especial del poder ésta tal, función que es principalmente d~ 

sarrollada por el poder ejecutivo. En el mismo sentido, la función púLl1ca --

no es exclusiva del estado, aunque sea su ejecutor nato. 

De esta forma toda función públ 1ca se caracteriza por ~u cfr-

culo de atribuciones. "Es conveniente por razones dP. técnica jurfdic.a, reser-

var el nombre de servicio público para toda actividad directa o indirecta de la 

administración pública, cuyo objeto es la satisfacción de las necesidades ca-· 

lectivas por un procedimiento de derecho pUblico" {l). 

Para 8ielsa, la función pública es lo AilSTRACTO y GENERAL y -

en el servicio púLlico e;, 1ü cc:icRCTO Y P;'\RTlCULJ\R. La fum:i:5n p1b11ca es unR 

concepto institucional; el servicio público actualiza y mitier{aliza la func16n 11 

(2). La función estatal es concretizada directamente por los agentes estatales. 

(1) Citado por Benjamín Villegas Basavilbaso.- Derecho Administrativo.- Ed. -­
Argentina, Buenos Aires. T. lll. p. 228 1949-1956. 

(2) lbidem. 
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a) Relación del Agente Estatal y el Estado. 

No serfa correcto .afirntar que la relacf6n que existe entre -~ 

un patrón y sus trabajadores es idéntica a la que existe entre el Estado y los 

suyos. Esto es algo perceptible. real. No podría a.finnarse incluso en el caso 

de que se trate de un patrón particular persona moral. Si bien en esta afir-~ 

mación existe una idea subyacente de obviedad, no es fácil encontrar la comprQ. 

bación de la misma. Veamos los puntos coincidentes de estas relacionl!s: 

A.- El 12nte jurfdico estatal y el ente jurfdico son entes co­

lectivos distintos en su ¡icrsonalidad de quienes. lo originan~ y expresan su 

voluntad y realizan sus acciones a través de agentes. Con estos últimos la 

relclcfón laboral es de car.icter cunt.ractual (con excepcS6n en el caso de que -

se con~idere a las gobernantes como a.gentes), ya que si no concurre b voluntad 

del agente, este no tendr~ el car~cter de tal¡ en el caso del estado podrfa ~­

hablarse del recul ta y del requisada, no del agente. 

B.- Las labores desempe~adas por los agentes son remuneradas, 

en el caso contrario, se trata de otro tipo de relación, ya sea una carga o -­

una donaci6n de industria. 

Por otra parte las diferencias principales son las siguientes: 

A.- La re1aci6n establecida con el particular persona moral -

puede provenir de un acuerdo indivfdual o en los t~nninos de un contrato c:oleE_ 

tho, la establecida con el estado solamente puede provenir de circunstancias­

generales de carácter normat1vo o contenidas en un acuerdo colectivo, ello -~­

debido a lo estricto del desempe~o del e.stado dentro de las normas dictadas 

previamente por él mismo, las cuales son irremediablemente generales. 
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B.- Una diferencia obvia resulta de que el estado es gober­

nante y el particular no lo es. El estado moderno es producto de la expre-­

si6n de la voluntad de un pueblo y es creado para beneficio del mismo. El -

desempeño de sus actividades es del interés de todos los habitante:;; es de-­

ti r, es de interés púb 1 i ca. no de 1 interés de una sol a persona o un grupo -

reducido. Fiorini dice al respecto que en los. contratos de trabajo privados 

el valor fundan1ental es ld productividad, siendo que en los que tratan de -­

los trabajadores del estado, los valores se encuentran dülerminados por la­

fndole social de la empres.:t. La correcta conducta de los Jgentes, adecuada 

a los requerimientos del pueblo, es en si ;dsma un bien jt1ddico genérico -

que debe ser tutelado por loi; rnlsmos agentes, por el propio estado y por 

exigencia del pJcblo. El dP<>f•wpeño de todo .!gent.e d1~lw ser en beneficio del 

pueblo en general. no en perj 1Jicio; cada individuo miembro del pueblo partj_ 

cipa del derecho a exigir del estado, de sus agentes, una conducta bcnéficd 

ya sea para el bien común, o al de un particular titular de un derecho. 

De lo anterior inducimos que no se trata de la relaci6n -­

del estado can sus agentes de un vfnculo lateral regular; eilo impone, una -

relación basada en la aptitud de cumplir con los objetivos estatales~ una -­

aptitud de atender por lo tanto al pueblo y a cada lndlviduo en particular­

como si fuera un patrón. Es ta situación imp 1 i et:. que se atr i huyan a 1 dgente 

mayores obligaciones de las comunes, ya que en su desempeño tiene la posi-­

bilidad de-afectar una enonne variedad de bien!!S jurfdicos de la sociedad y 

de los particulares; los cuales a toda nación le interesa protegerlos en fo!.. 

ma especial, creando para ello sistemas normativos que en fonna exµedita -· 

restauren el orden alterado con el mal ejercicio del agente. 
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b) Carácter de la Rclac16n del Agente y el Estado. 

Para expl lcar el carde ter del servidor pública en su -

relación con el Estado, se sostienen predominantement<! dos teorfas: 

!.- TEOR!A DEL MANDATO.- El estado, en su calidad de -

ente abstracto o moral, est.1 impedido para obrar por sf inismo. por ello 

requiere de personas ffsicas que por su cuenta y cargo ejerzan lo qu12 -

aquél ordene¡ es decir, que lo representen. La crftica principal rddi­

c.a en que casi la totalidad de los agentes del estado no ejercen direc-

t-amcnte mandatos de éste, sino simples funciones laborales. Garcfa Ovi_g_ 

do dice 4ue entre los principales problemas que p1dntea la teorh del -

mandato es que i!ste es naturalmente revocable y que existen cargos que­

no pueden, según él. ser revocables (como los de elección popular). ·~­

Otra figura a l<t que Royo Vlllanova. asimtla la relación del servidor ~­

púol icfl es ld de la tutela, pero afirma que se trdtd tan solo de una e~ 

riosiddd jur!dica (3). 

!!.- TEOR!A DEL ORGAtiO.- Parte del punto de vista de una 

sociedad concebida como un organismo. "Los órganos son las personas 

ff s icas. que traducen por 1 a suya 1 a vol u nta~el Estado. Procede df s ti!!. 

guir entre el órgano y su titular. El 6rgano sólo lo es en tanto obra -

en el cfr-culo d..: su competencia. Fuera de ésta. tJctúa el titular" (4). 

Asf, el agente público es el propio órgano en sus actividades legftim.as, 

y conforman todos juntos y jerar4uizados orgánicamente. al Estado. 

Es ta teoría, que aceptamos, tlenjard n Vi 11 egas 8asav11 baso 

la plantea de 111 siguiente manera: "La administración pública es un compl~ 

(3) Royo Vlllanova, f,ntonio.- Ocho. Admvo. 12.u. e<l., Imp. Castelana, -
Valladolid, p. 69, 1930. 

(4) Garcfa Oviedo, Carlos, Ocho. Admvo. L1b. de Victoriano Suárez, Madrid. 
t. Ii, p. 51, 1943. 
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jo de personas .iurfdico-públicJ.5; el ~jl!rcic10 de Ja potestad que les con-­

fiere el ordenamie11to jurfdico se manifiesta por medio de Jos órganos-indi­

viduos titulares de los 6rganos-instttuci6n. El 6rgano-indlviduo, esto es, 

el titular del oficio público, es el instrumento IJOr medio del cual el Est~ 

do o 1.:is personas jurfdico-públicas manlfiestan su voluntad" (5) 

El 6rgano fnstltucf6n se locJliza en la estructura del E:i-

tado es decir. carece de personit 1 i dad propia Y<1 que sol o t icnen compctencf a, 

la que es ejercida por los órgano'.i-individuos. 

B) Los Agentes Estatales. 

Bartolomé A. Fiorini 1d'liertc que la tennínaloyfa L.l el --

tema de los agentes de lJ administra<:i6n se inicid con confusiones, de tal -

fonna se mencionan; autoric.Jades. dutoridades p(jbJ ~ca~. funcionanos públicos 1 

obreros estatales, obreros de Jos ~erviclos ¡;úbl icc,s, contratados, jerarqui-

zados, etc. Pal"tl ncsotrc'.:.. l<J f·•dldi.Jra al]ente, por su sent~ralidad y µorno -

tener contrad í cci OrH.'5 con 1 a teorí d d!! 1 órgano, n~su 1 ta 1 a adecuada; dd~más, 

la doctrina recurre a ella constantemente. El mi5r.io a1.•":.or diferencia a los-

representantes deJ estado del resto de lo::. agentes de la administraci6n pú-­

bl ica. los primeros son los titulares dP. Ja autoridad de Jos distintos pode-

res. u 6rganos derivados dt.' la Con:.t1 tllción; er. estos "ni ror miente'.i se ~u-

pone la presencia de rel1.1c icrics de empleo y menos de i!Ctos contractuales ad-

mlnistrativos" (6}. En el rt•St:), sus vfnculos con el estado surgen de un 

réglmen contractual, alguno~ ¡:a:.cis regidos por el Derecho PúbJ ico y otros 

por el Privddo 1 dada la eno~:ne '/Jriedad de actividades estatales, las que en 

muchas ocasiones por su carckter. impidt>n fJ•Je su~ a;entcs :.~dn rey1dos por -

(5) Villeyas aasavilbaso, Benjamín. Op. C1t. T. JJJ. p. 226 
(6) Fiorini Op. Cit. T. l p. 771 
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reg imenes ad.mi n1 s trativos; con es te argumento descarta las opt niones jurf d icas 

de Laband, Maycr. Jeze y Ougui t. pues dice que el Estado moderno es muy di s t; .!!. 

to al que ellos tomaron como m'odelo para sustentar sus criterios. Corno primer 

ejemplo señala la inexiste diferencia entre el funcionario y el empleado públi 

ca, ya que se rigen en su situación jurfdfca por actos administrativos contra~ 

tuales. esto aún en el caso de que se trate Je un contrato colectivo, ya qul.! -

subsiste su naturaleza administrativa. 

Este mismo autor descarta la polémica sobre la naturaleza del 

empleu público; esto es, que 1as teorfas del contrato privado, del acto de au­

toridad, del acto reglam~ntaria, del contrato público, nada aportan de prkti­

t::o. iodo se reduct? a un probl~ma de terminologfa. Si no concurre la voluntad 

de la p::rsona en el desempeño de una actividad para el Estado, no existirá id­

·~it;,.;aci6n contractual de un ,1gente públ leo, será entonces una carga. pero no -

'::<·pleo. 

Por e11o, dice, se equivoc3n los autore~ que incluyen a esta­

dase de trabajo ~ntre la clasific.aci6n de los c1gentes públicos. 

La m~todolo')fa del paa.ado !:>e rc;::.tring{a a pr'incipias que dis­

ting~fan a los funcionarios como autoridad y a los empleados como responsables 

d~ la gestión. Siri embargo esta proposici6n fue ya ca1if1cada por León Duguit 

y Jéze co1:io absurda, ya que un mismo agent~ puede de:>drrollar en el mismo car_ 

go, actos de los dos ti pos. 

Una clasifiC;JCión de los agentes e~tat.d1t:5 rc-:.:..;1':~ 5~'" un - -

gravfsimo problema del positivismo llevJdo a sus últimas consecuencias, ya que 

el exceso de normatividad reguladora de las relaciones laborale$ de los agentes 

públicas. impide considerar en forma sencilla las clasificaciones de los mismos. 
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C) Clasificación de las trabajadores estatales. 

a) FRANCIA. 

l.· BO:ir<ARO.~ Divide al personal de los s.ervic.ios p1.iblico5 

administrativos en autorldade$ y agentes. distingue con esto del personal -

que labora en funciones legislativas:¡ jur"isdiccion.ales. Según este autor. 

la autoridad es aquella que tiene poder áe dccisiún. 1a que dirige el serv¿_ 

cio y los agentes se encargan directamente del funciO'ndnnento dtl servicio. 

A los primeros los subclasiflca en: centrales, provinciales y municipales;­

ª los segundos en funcionar"ios admintstratlvos y 1os agentes en ~entido es­

tricto. La Distinción entre si de estos dos Ultimas.radie!! en que los pr_i 

1~1eros realizan su labor en fonna voluntdria y permanentQ, y los segundos -

carecen de algun.a de c:sas cJracteristícas: requ\sddus., a.u,:.iliares y conce­

sionarios. Bauriou coincide esenci.11mente con lo ... cvnceptos de t!onnard. 

La crftica a esto~ \..üílC<-'Yto~ l,) fi.id Gdf·cfa Trf!'ll'Íjano en el 

hecho de que para dichas clasificacione~ mezcla los centros de competencia 

con el titular, al hablar de órganos-autoridad y órganos-agente. 

2.- BtRTHELEMY.- Es el autor de la distinClón entre fundan_! 

rios de autoridad y de gestión; ella surge del planteamiento de la naturaleza 

de las relaciones entre funcionario y E.stddo, d1:: tal fon1:a que aflnna que -

en e 1 primero no exi s t~n lazos contractuales. con el [s ta do, y con ~ l segun­

do se ap1 ican toddS las leyes lilborales. La diferencia entre unos y otros­

no radica en la importancia de ~us actost sino en la calidad de los mismos: 

Bielsa lo concretita en que los funcionarios de autoridad, representan dl 

Estado exteriorizando :..u voh:ntad y autoridad, y los de gestión no. La 

crftica principal Gue se le hace a este planteamiento es su carencia de 

utilidad. ya que en altos niveles de decisión y responsabilidad, pueden ---
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ex1St1r funcionarios de gestl6n, c1.1yo carácler c.omv taies no influye sobre -

el régimen legal o sonrc su Vd1oraciórt. 

3.-0lJGUIT.- Oht111gue entre las categodas de Gooernante -

y de Agente Púolico, siendo este últiniO toda ··persona que partlcipa de una -­

manera pennanentet temporar1a o accidental en la actividad pública, stn tener 

el carácter de gobernante o representclnte" (7); 

Pdra: Uuguit no importa el modo oc parttcipaci6n. Jd sean -

dCtos jurfdicos o simples operaciones materiales; sin embargo, dlsttngue en~­

Lre los agentes funcionarios y los agentes empleados: los pnmeros participan 

de unJ manera permanente y normal en el tuncionam1ento de un s.ervic10 pübli­

co. sea este d~scentrahzaao, centralizado o conceciido¡ los agentes empleados 

en camtJ10 participan ce una manera momentánea y dtciaental en el funcion~mie.!!_ 

t'1 ct.; 1 serv\cia. 

las defin1cioncs anter1ores d.tlcn.J~n a la defl.aici6n de -­

üuguit óe 1 serv i e 10 pub1 i co, en la que considera al es ta do como una corpora.-­

c i6n de .s.ervicios públ1cos "cuyo regular funciona.mtento debe ser asegurado -­

pvr los goD~rnantes; todos 1as individuos que part1c1pan de una manera per--­

mdnente en los serv i e 10s públ f cos se enc1Jentran en 1 'una si tuac t6n especial y -

sujetos. a reglas part1culdres". 

'lillegas Basavilbaso callftca a alcna deflnici6n de ser---

v1cio püo1 ico de lmprecaa de una vaguedad extraordinaria. 

4.- Jf.ZE.- Clasificd a los indlviduos que aseguran el fun­

cionamiento de lo~ servidos públ 1cos en: 

a )Gobernantes, b} Aux i 1 i ares, e) Requisados, y d)Agentes del 

servicio público y func10narios púbiicos. 

(7¡ Vlllegas oasavllbaso, ~enjamfn. Op.-Cit. T. 111 p. 2JO. 
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Los Gobernantes son aquel los que dctt.!nntnan las necesidades 

que habrán de satisfacerse por el servicio público y como funcionara éste. -

Gozan de un régimen jurfdico ~special por La "voluntad de asegurarles una -­

independencia tan completa como sea posible" (8). 

Los Awc.i 1 i ares prestdn temporaria. excepciona 1 y ocasiona 1-

mente? su trabajo Pi.ita un servicio públ tco. Están sujetos d reglas es.pee la--

les. de tal fonna que sus derechos y obl igacione!t. dependen exclusivamente --

de la voluntad del estado, careciendo del derecho dé' huelga J <.le separación­

voluntaria.. 

Los Requisados tienen como principal c.:aracterfstica que de-

scmpeñan su labar por rec1utamicnto forzoso, es decir no es. optativo prestar 

o no el servicio. 

Los Agentes del serv1cio público o funcionarios públicos ~­

son los individuos investidos temporalmente d~ un empleo permanente nonnal y 

Ordinario en ·el servicio públ lco. 

Vi llegas Basa.vil baso co111enta de Jéze que dicha teorta no -­

toma en cuenta la natul"aleza de los actos real izados (refiriéndose a si es que 

hay o no remuneración, si la adscripci6n es par nomtJramiento, oposici6n o --

eleccci6n, etc.). 

Garcfa Trevljano en el mismo sent.ldo señala que la concepci6n 

de Jéze es ex.ces iVdm8nte amp 1 i a. j amb 1 gu.a, ya que limita al concepto de fun-

cionario a dos caractedstlcas: La pern:dnencia en 1a fonc1ón y Ja adscripC16n 

a un r.ervicio público. proµldmente dicho, o1vid.indo la voluntariedad. Afinna 

ademt'is, que en es te extremo, Jéz.é' \ ric1 uy~ a los notarios y guardas jurados. -

lo que según él es un e.ceso (9). 

(8l C1tado por Villega> Basavílbaso, Benjamfn. Op. Cit. T. 111 p. 233. 
(9 Garcfa Trevjjano fas, José Antonio. Op. Cit. T. lll, p. 387 
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Por otra parte Fiorini sostiene que la tesis de Jéze res-

pecto a la permanencia en la administración, no tiene sentido si se pien­

sa que hay fUnciones que no tienen el car!cter de permanente y st son fuD_ 

cionalmente administrativas. 

Señala implfcitamcnte que el problema a este respecto e~ 

tS en lo que debe entenderse por pennanencia, si es-ª.quello que si no exi~ 

tiese no habda administraci6n estatal, muchos casos no tendrfan tal ca-­

rdcter, y sedan los agentes regidos por idénticas normas que los que su-

?ues ta.mente si se encuentran dentro de una actividad pennanente. 

5.- AUBY .- Sostiene la siguiente clasificación: 1.- Ca--

laboradorcs ocasionales, z.- Asal..iriados privados, 3.- Agentes contractu~ 

les de Derecho Público, 4.- Agentes públicos estatutarios r,o funcionarios, 

y 5.- Func\ondrios. 

Para él. las caractcrfsticas de los funcionarios son: --

a} permanencia {tanto de la labor como de quien real iz.a la labor- a di fe-­

r~ncia de Jéze-) b} titulariz.aci6n en un grado de la jerarquía ad¡ninistra­

t\va (dcntrC' di::\ servicio civil). e) participación en un servicio público -

directo o paraestatal, y d) el estatuto. 

Garcfa Trevijano advierte que e~ta cl.J.sificaci6n la reali­

zó el autor, derivada de la realidad positiva francesa~ por e11o, miSs que -

un análisis cicntffico, resulta un espejo en el que se observa la casuísti­

ca legislativa, originada siempre en la cobardfa de los legisladores por -­

d2finirse ~n sus conceptos, o simplemente par su ineptitud. 

El mismo caso ocurre en Duez y Oebeyre, que plantean la -­

siguiente descuartización¡ es decir, clasificación: funcionario Público y -

Agentes no Funcionarios; y estos últimos se dividen en Forzosos, contractu~ 

les, no encuadrados (cargos temporales), ·asalarlados {fuera de un servicio-
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público}¡ de la industria o comercio estatal, y· concesionarios. 

B) SELGlCA. 

Buttgenbach.- Divide a la jerarqufa administratlva de la -

siguiente manera: 

a} Agentes de la administraci6n.- Aquellos que ejercen car­

gos pennanentes, de desempeño regular. 

b) Funcionarios. Agentes de servicio "intelectuales" {casi -

una i ron fa) a de mando. 

e) Autoridad Admlni strat i va. - Agentes representativo~ de - -­

entes públ ices con poder de dec is i6n. 

WIGUY.- Tiene ln virtud de crear un concepto y no dar una -

enumeración de casos hacié:ndolos pasar por una c1as1iicacióno yd qut! sin -­

definir no se puede dividir; 

El agcnt~ públku es "toda personíl ftsica lig:.-da voluntari~ 

mente a una person.1 ¡:iúlilica, pard la que recubre un empleo cualquiera, de -

naturaleza pennanente y no accidental. De esta forma tenemos los siguien-­

tes caracteres de la relación: 

a) Voluntariedad del vínculo. 

b) Cualquier trabajo y cualquier forma de ingreso o de re-­

muneración (aún si no existe). 

c) La permanencia del empleo, aunque no de su titular. 

Tiene la prudencia este autor de que a pesar de la amplitud 

de sus conceptos, deja fuera a los gobernantes, incluyendo a las al tas aut~ 

ddad~s administrativas. 

C) ITALIA. 

Los italianos:haC:eO ini:apié en disti.nguir el concepto penal 
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de funcionario público y el concepto administrativo, ello sin razón cienti­

fica,. pues no tiene que existir necesariilmente una clasificación para ello, 

simplemente se trata de un subgrupo que surge con fines muy concretos. pero 

que no debe tener en si una diferencia especffica. 

ORLANDO.- Empleado 11 persona que se obliga a prestar trabajo 

al estado mediante una retirbuci6n pagada del presupuesto, haciendo del ser. 

vicio público su profesión, esto ~·s, dedicando permanentemente su actividad 

ffsica e intelectual con el fin de obtener los medios de subsistencia econ~ 

mica" { 10). 

SANTI ROMANO.- Distingue las siguientes prestaciones persa-

nales al estado: 

1. - Las que son rea 1 izadas forzosamente. 

2. - Las que son real izadas en ejercicio de derechos pal fti-

cos. 

3.- Las que son real izadas voluntariamente y por actos "es­

peciales". Estos son subclasificados en Funcionarios y Empleados Públicos. 

El primrro es rt!presentante de un ente público ejerciendo su voluntad hacia 

la consecusi6n de un fin püblico, no resultando necesaria su pennanencia -­

corno individuo. El crr:pl".!ado no reprec;enta dl ente y si desempeña profesio­

nal y pennanentemente la labor. En este sentido pueden exist1r Funcionarios 

empleados. 

La valiosa aportación es la distinción qu;: 1·ealiza del eje!. 

cicio de los derechos pal fticos y los cargos forzosos, del empleo públ leo -

propiamente. 

(ID) Jdem. p. 393 
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D1 ALE5Sl0.- Para este autor, el servicio público constituye 

un elemento objetivo, del cual la persona a la que es confiado es el elerne!l 

to subjetivo. 

Cuando 1 as personas son 11 amadas a formar 1 a vo 1 untdd del -

ente #público o a representarlo se denominarán funcionarios; si tan salo se 

ponen a la disposición del ente voluntariamente para la prestación pC'nnane.!}_ 

te, profesional y remunerada de su actividad, se denominarán empleados. - -

Apunta que la calidad de funcionario y l::nplcado pueden coincidir, !"'.icndo -­

asf que existen las siguientes categorías: Funcionario-cmplt:,1do, fllnclonario 

honorario y empleado no funcionario. 

O) ALEMAtHA. 

Coinciden los autC1rt!s-.,,egún Garcfu frL'vijano- en la separa­

ci6n de funcionario {Be.::irnte) y err.pleados y obreros {Angcstellten y Arbeiter). 

MAYER.- Cons1deríl tres categorL~~ de serv1c:10 al estado: -­

Obligatorio, honorJrio y profesional. E.l primero es .impuesto por la~utor1-

dad, independientemente del consentimiento del sujeto interesado. La segun 

da es creadil y existe sin que tenga er. cuenta una función detenninada que se 

tratara de llenar por medio del ser'.'icio del sujeto, y si bien no es obliga­

toria. existe un deber formal de aceptar. La tercera es creada de una obl i­

gac16n de servir según el derecho público y en virtud del consentimiento del 

ob 1 igado. 

La crftica que le vierte Vil legas Basavilbaso es que en el -

primer caso se trata de una carga, no de un empleo; y en los otros, en que -

se confunden entre sí. 

E) PAISES HISPANOAAER!CANOS 

SAYAGUES.- (Uruguay) Funcionarios, para él, son todos los -­

que trabajan para la administración pública y distingue categorfas de acuer-



- 41 -

do a su régimen jurfdico particular. Lo indispensable para tener tal -­

calidad es el ejercicio de funciones públicas (cualquiera y en cualquier 

forma) con incorporación (no simple colaboraci6n) a una entidad estatal -

(no simplemente pública como la concesión). Rechaza la distinci6n entre­

funcionario y empleado. 

FRAGA.- (México) Distingue tres clases: Alto funcionario, 

funcionario y empleado. Lo caractedstico del primero, es la alta jerar­

qufa y el carácter polftico de su papel; y la diferencia entre los dos -­

últimos es que la función del segundo no es derivada dt! algún ordenamien­

to juri'dico que directamente la regule; es decir, el funcionario tiene -­

poder de decisi6n, (lo que coincide con llielsd). 

Garcfa Trcvijano.- (España) J0efine al funcionario como a 

la persona ffsicd ligada J unJ orl)aniz.ación pública con base en una rela­

ción unilateral de empleo público . Lo que es erróneo, ya que puede pen-­

sarse en un funcionario ligado a una organización públ lea y hasta estatal 

con biJ.Se en una relación ~nilateral de empleo privado; por ejemplo en --­

Méx.ico1 ·.:l Instituto Mexicano del Seguro Social. 

F) UNlON SOVIETICA. 

Zhdanov.- Define a los funcionarios como las "personas que 

ejecutan directamente o como ayudantes, funciones {del estado} en el apa­

rato estatal, de manera temporal o permanente y medi~nte remuneraci6n. --

( 11). 

Garcfa Trevijano comenta que la referencia del autor a 11 fu.!!. 

cienes estatales" como distintivas del funcionario es un resapio burgués;­

siendo que otros autores comentan la diferencia entre funcionarios y obr~ 

(11) Citado por Garcla Trevijano Fos •. José Antonio. Op. Cit. T. 111, p. 1168. 
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ros por su relaci6n con la producción, ya sea inmedtdta (obrera) o -­

mediata (funcionaria). 

Según Dicccionario de la Real Academia de la Lengua; 

Funcionario.- Persona que dese1npeña un empleo público. 

Empleado.- Persona destinada por el gobierno al servicio público, o -

por un particular, al despacho de los negocios de SL.t interés. 

Dt! todas las definicione!> arriba detall~das resultada di­

ficil inclinarse por alguna de ellas, dadt1 la inmensa variedad de le-­

giS.laciones en que se encuentran inspiradas; sür: t!bargo, sr podemos -­

afirmar que para los efectos de las respansabi l idades de los servido-­

res públ1cos, tema de oste trabajo, basta para definir el centro nor-­

mativo de imputación, que ur. ciudadano se encuentre obligado a evitar -

por encargo dnecto del es.lddo \invcs.t\du G~ un car:;o, un deber f~S¡;ecf-

fico}t un daño que afecte lo:; bienes jurfdicos reconocidos por la ley. 

O) Los deberes de los. Agentes Estatales. 

Para que un agente estatal incurra en responsabilidad d'1be -

estar establecido previamente aquellos deberes cuyo incumplimiento )a -

causa¡ ya que la premisa 16gica de la antijuricidad es la existencia -­

previa de un comportamiento exigible. 

Royo Vil lanova sintetlia en una frase los deberes de los -­

funcionarios con relación al Estado: "desempei\ar e~ cargo en el tiempo, 

forna y 1119itr establecido par las leyesº (12). Por ello, dada la compl~ 

jidad del universo nonnativo, salo resulta posible expresar principios -

fundamentales basados en los caracteres de la relación del estado y sus 

agentes. Asf podemos afinnar que coniurvnente se sostiene lo existencia­

de los siguientes: 

(12) Royo Vill•nov•, Antonio. Op. Cit. p. 91 
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a) La relación tiene un carácter personal tsimo 1 ya que la -­

vinculaci6n no puede ser sus ti tufda en fonna impersonal. el agente es único­

responsable de la realización de los objetivos que se le definan. Fiorini -

agrega que dentro de esta idea debe incluirse a la asistencia, ya que el ser_ 

vtcio deberc1 desarrollarse con eficacia, entendiendo como tal a'la consagra­

ción diligente y productiva. Esto tmpl lea que no puede el agente estatal -­

ausentarse del servicio, variando su evaluación por la irnportancia del mismo. 

Resalta que lo tmportante de la inasistencia no es el incumplimiento propia­

mer.te sino "el desprecio que esto representa para el servicio" (13). 

b) La profesionalidad. como la consa1Jraci6n a la funci6n o­

laoor encomendada. Es decir; una dedicaci6n virtuosa al servicio, regida -

por criterios de imparcialidad, leaaad, honradez y diligencia. ha honra-­

dez y diligencia, son exigencias del mas alto valor, ya que la conducta del 

agente fonna parte de la voluntad estatal, la cual quedada sin legitlmi-­

dad, si el agente se conduce con objetivos particulares, o cometiendo fal­

tas d.::! tipo persontl. Dentro de la misma lealtad podemos considerar el -­

celoso cuidado de los bienes del estado. 

e) La vocación de pennanencia de la relación. La pennanen 

cia en el empleo Fiorin1 describe ta;;ibii§n cc;no un legro en la lucha contra eli 

botln del triunfo electoral que aniquilaba los derechos de los agentes - -

públicos, advirtiendo que en la actualidad tiene un carácter mftico identi 

ficable a la inamovilidad y al derecho vitalicio. Sin e;r,!:JJrgo, es también= 

una caracterfsticJ que asegura la estabilidad de la actividad estatal. 

d) Retribución uni fonne por dispos1c1ones objt.!tivs ócl prg_ 

supuesto estatal. 

(13) Fiorini, Bartolomé A. Op. Cit. T. !, p. 818 
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e) Subordinación a los órganos superiores dl..! 1a Administra­

ción: obediencia jerárquica. Esta ~s derivada del respeto d 1a estructura­

estatal, la cual st• encuentra jerarquizddil. La primera condición del deber 

de obediencia-die.e Fiorini-cs la com~etencia en la relación jerárquica, cs­

decir los lfmites de las .,tribuc1one5 del superior, la segunda el orden je­

rárquico, la tercera al contenido de la orden y la C•Jdrta a la legalidad -­

de la orden. La realidad es que en la primera se encuentran comprendidas -

el resto. [ste car.\cter de la relac16n autoriza al agente a juzgar la va-­

lidez de la orden (derecho de exd1nen). pues la obPdiencii\ cii..'ga o la dé50-­

bediencia clbierta pueden acarrear responsabllidades de d1stinta fndole. -" 

11 El agente público debe actuar cor.lo sujeto hu.mano, razonable y responsable, 

en función del servicio al qtJe se encuentrJ dfoctJdo" (14). 

f) lnexcusabllidad del cu111pli;r.iento del deber. Siendo que­

lJ relación del agente con el est\ldo tiene origen en un acto voluntario, no 

pueden argüirse justificantes particulares para el 1 lbre rncumpl \miente de­

una obligaci6n concreta que involucre al servicio público. As{, dentro de­

este concepto consideramos al impedimento de renunciar previo a que estén -

creadas las condiciones que pennltan el desarrollo de la función pública. 

a) Los derechos del Agente Estatal. 

Si bien no es parte de este trabajo anal izar los derechos -

de los agentes estatales, debemos considerar que la existencia de ellos no­

es óbice para considerar que ante el incumplimiento por parte del estado en 

la satisfacci6n de alguno, es pennitido o legitimo que el agente incumpla .. 

sus deberes en forma individua\. Para ello, a pesar de las diversas doctr.!_ 

nas en contra, las naciones han otorgado (aunque restrictivamente) el dere­

cho de huelga. 

(14) ldem. p. 821 
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Cabe mencionar como olgunos de los derechos del trabajador 

del estado los siguientes: Derecho al sueldoJ a un régimen de compensacio­

nes, a las vacaciones y licencfas, al debido proceso es un régimen disct-­

pllnario, a la jubilacl6n y a la huelga. 
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CAPITULO TERCERO 

" LAS RESPOllSABlllDADES DE LOS AGEllTES ESTATALES" 

A) LA POTESTAD DE LA ADMillJSTRAClOll ESTATAL: 

La sanción administrativa es derivada directamente de la -

facultad represiva. del Estado, pul..'S todd norma existe pard ser cumplida y -­

ejecutada. De esta fonna. Educlrdo Garci'a de Enterrla y Tomás RdU\OS FernJn­

dez distinguen a la sanción admin1straliva de la penal .por 1'1 autoridad - -

que la impone. En el mismo sentido. F10rrni expresa qiie 1.1 sustt'lnci,1 de --

las sanciones {o penas) admrnistrativas., es que son ~etas aarnínistrativos -

propiamente, emanados de la función también administrativa y de la potestad 

represiva del Estado .rntc el incumolimiento o infrucc1ón de sus acti·.Jidade:;; 

y no scntcnc1as, lo que s~ri<1r1 si fueran rcsult.ido di.! un proceso jucHc1al. -

Sin embargo, los primeros se plantean si es que 1.1 distribución de la facu.!_ 

tad punitiva llcl cstddD obedece! a <llyún Lr'llt:rlu Ot.ijCt1'JO e 5t: lrata dt• un,1 

1 i bre determ1 nacl ón de 1 1 cg is l ildor ~ op1 nan que a 1 carecer el derecho admi --

nistr·ativo de una esturctura jurfdica de las dirnensiones y perfecciona!Tlien­

to del derecho penal, ha aparecido como un derecho rt.>presivo prin1itlvo. (1). 

Las jurisprudencias de los poderes judiciales de los estados tienden a 1mpq_ 

ner ,, la:> nonn..is re;:iresivas de b olOrninístración, los misn;os principios ca-

rresPondientes a la impas1c1ón de ldS penas; por ello, consideran que "la -

actuación de la administracién en el ámb1to sanc1anator1o sólo puede legi--

timarse como una actuación au.dliar de la jlJdicial estrictamente ordenada -

al servicio pragmatico de ésta y subord1nJda, y en consecuencia 

{l} Eduardo García de E:.nterrfa y Tomás Ramos FernSridez.- Lurso de Derecho 
Admlnistrativo-C1vitas, Madrid l, 11, pg. 147, l9Bl. 
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por tanto, fntegramcntc a sus reglas de fondo. OefinHivamente no existe 

ya n1 nguna post bi 1 i dad de intentar justificar unos su pues tos pri nc1 píos -

sustantivos del Derecho sancionatorio administrativo, principios que nun­

ca han logrado encontrarse y que nadie conoce, por otra parte. Esos 

principios del Derecho Administrativo sancionatorio son, y.no pueden de-­

jar de ser, los que se sistematizan en el Derecho Penal de aplicación ju­

dicial" (2). Sin embargo, tal opinión no infiere sobre la propia existe_!! 

cia de una responsabilidad o sanción de tipo administrativo, ya que tari -

solo pretende destruir la legitlinidad de quien impone las ¡.ii:nas. Si bien 

las µenas pueden resultar en si mtsnias semejantes, no por ello su natura-­

leza y el tftulo por el cual son impuestas, llega a ser igualmente idéntJ.. 

ca. Por ello adelante lo~ mismos autores definen <liférencian a las sa_!l 

cienes administrativas y penales, µero desde el punto de v1sta que soste­

fü:11i0s1 c5 decir. dt:l bien jurídico protegido. 

Ast. dividen l.:is sancionl!S administrativas en: las de au­

toprotecci6n y 1 as de tutela de 1 orden pUb1 i ca {la to ~ensu) o socia 1 en -

general. ¿n estas se trata de la actividad tendiente a e11i tar en las ac­

tividades de los ciudadanos la ''ruptura capaz de originar tensiones cole.f. 

ti vas por si solas intimidantes y desequi libradoras del orden general (re!!_ 

niones, manifestaciones, espectdculos pübl icos. actos Jt!µorLivo::., etc.).­

En las sanciones administratlvas de autoprotecci6n-dicen estos autores- -

~e está frente a una. tutela reduplicativa que se caracteri;:.i por imponer­

medios aflictivos (sdnciones) contra los perturlladon::s del buen orden ad­

ministrativo. 11 Aquf la potestad de ~anci6n se diferencia cualitativamen­

te y por sus fines, de la potestad punitiva penal; en ésta se protege cl­

orden colectivo. y su aplicac16n persigue esencialmente (sin perJu1c10 de 

la concurrencia de otros fines difusaS) un fin retributivo abstracto, 

(2) Eduardo Garcfa de E. y Tomás Ramos Fernández.OP. Cit. 11, p. 164 
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expiatorio, eventualmente correctivo o resocia1izador, en Ja persona del -­

delincuente. La potestad sancionadora de la administrac16n serfa por el-

contrario, una potestad doméstic.J., en el sentido de vacada a la propia protef_ 

ci6n más que a otros fines socia les generales, can efectos solo resp~cto de 

quienes esti1n directamente en relación con su organización o funcionamiento, 

y no contra los ciudadanos en abstracto"(3). 

Es decir, la pot~stad Strncionlldora de la <!dminis.traci6n, se 

encarga de la antijuricidad que lesiona a la ~ctividad que desarrolla la d_:_j_ 

ministrac16n pública: la administración de los intereses colectivos. Ello-

no se refiere al patrimonio estatal cor.to tJJ, sino .i la actividad c0r.1v fun-

ción, y obvfamente s6!o podrá ser cuando un ciudtldano se encuéntre en und -

relación especial con dich~1 función. 

~on bd:i.e en los criterios anteriores se ha considerado la -

existencia de t.iO derecho p~ndl(sancionrldor} ad:;;in1strativo 1 que surg...: de la 

ir.etamorfosis que sufrió 1!1 <:stado de una administrac16n de carkter policia-

co-vi g i 1 ante-. a 1 concepto moderno en qut: administra nuevas e 1 ases de bi e--

nes de la sociedad, que se encuentr~bl igado a conservar, haLer producir -­

y proteger. Las Sl.nciones ddminístrativas "se instituyen porq:ic sancionan-

antijuricidades que se refieren a t;iunes jurfdico~ de contenido distinto --

al que custodian las figuras delict1vas d¿J C6digo Penal" (4) 

Las responsabilid3.des deJ servidor público exigibles por -

la administraci6n serán aquellas en las que el estado consid~re que exista 

injerencia de un poder a otro 1 '>1 l"!i:! ~e:; ~.:!~Cr~;"ina.Ja::. pur ~ild-mtsma. Lo-

común es que los bienes jurfdiccs que s::? de:e,! reparar en esta fama sean-

los daños causados a: la disciplina, los bienes del erario y las relaciones 

laboral~s. Asf. Florini nos dice: "La sanc1ón administrativa adquiere en-

(3) Eduordo Garcfa de E. y Tomás Ramos Fdez. Op. Cit. T. 11, P. 148. 
(4) Fiorini, Bartolomé A. Op. Clt. 11, p. 180 
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tldad frente a las sanciones de las distintas disc1plinas jurídicas, en­

vfrtud de los bienC?s jur1d1cos que ampara, pero que no presentan diferen 

cias con respecto al esquema lógico de la ant1Juricidad 11 (5}. 

Debe distinguirse er1tre lo que serfa un acto de coerción 

ejecutoria y la sanción administrativa. Lo primero ex.iste cuando se ej!:._ 

cuta el contenido de un acto administrativo, como man1festaci6n de la -­

voluntad administrativa que sustituye la voluntad del administrado; y -­

la sanción administrativl'l:, es. creación normativa estatal; es decir, un -

nuc'/C acto Jdministrativo, derivado de la propia norma. 

a) RESPOllSABILIOAO O!SC!PLlllARIA DE LOS AGENTES ESTATALES. 

E1 poder disciplinario es propio de toda sociedad públi­

ca o privada; pero las segundJs tienen origen en una obligación de dere­

cho privado creada por partes. en lgudidoJ juddic1L 

De la obl igaci6n dt'l estado de asegurar el correcto funcio­

namiento de los servicios a. ~u cargo se deriva la facultad de exigir a sus­

agentes e1 estricto cump1 imiento de sus deberes y tradicionalmente sanciona 

a aque 1 que no 1 o haga. 

Debe advertirse que el ~echo de que la responsabllidad dis­

ciplinaria no requiere Je tipos ~n '21 sentido penal paN su exlslenciu~ se~ 

deriva de la tnfinidad de conductas qu(I pueden afectar la disciplina del -­

servicio, cariScter esen'°ia1 de la relación de la gentt? y el estado. No sig­

nifica esto que sus propios debt.'res no est.1n determini!dos. ya sea por la -­

prop1a expresión del e~l·h~U ~~ l'J5 car~cteres que exigirá de su agente o -­

por las propias leyes, que exigen conductas concretds de? los individuos --­

obligados ,a cumplirlas y a vigilar que se cumplan. 

En este orden de ideas., Ja sanc16n adminis.tratfva pennite--
(5) lbidem . 
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clasificarlas por su objeto en: Correctivas y expulsivas. Correctivas como 

amonestación, apercibimiento, suspensión, postergación del ascenso, retro-­

gradación. Expulsivas como: cesantfa y exoneraci6n. 

b) OIHRENC!AS EIHRE LA R(SPONSAUll.!O/,D DISCIPL!tiAR!A Y LA­

PEllAL, DEL AGENTE ESTA TAL. 

El Código Penal está i:on!':ititufdo por las f1guras tfpicas --

que sancionan conductas concretas al extr'emo, bajo el principio que prohibe 

cualquier rtnalogfa. En cambio las normas constitutivos del derecho dlsci--

plinario preveen a las antijuricidades en forma genifrica. 11 (1 derecho pe--

nal puede ser consider1'ldo como una suma de figtffd5 yuxtapuestas--::egün ta f~ 

liz expresión de Soler-entre las cu<iles quedJn vados rfo libertad" (6). 

El derecho disciplinario ha respondido siempre a la reprc-

sión de la conducta, y nor;:;almente las reyltuncntucioni::s al rcsp~cto se re--

sienten por un formalisno injustificado <ll recurrirse a nonna:. del derecho-

penal. lo que resulta un grave error, pues !>e pretende disciplinar al agen-

te COffi'J a un delincuente, "omi tíi?ndose 41Jr se lo enjuicia por una falta ~n 

los deberes que se le han impuesto a favor de la Administración Pública" -

(7). ,,sf la antijurícidad es directamente la causa eficiente del acto ---

sancionador. 

Como ejempla~ de la diferencia de los regfmenes penal y ---

disciplinario, el mismo tiorini !>eñdid t¡u~ t:11 e:. Le nu :.~ il¡Jl lea en fon11a -

dogmática el principio de 1eg,1lidad 1 reconociéndose sólo en cuanto se rel_! 

ciona con ld pérdida de un derecho protegido. No rige tampoco el princi-­

p1o de la tipicidad, pues las faltas provienen de incumplimientos cuya --

esca 1 a ca 1 i fi ca tori a es ascendente según la gravedad. El derecho procesal 

lb}VTTregaSlfiiSavTTDaSo, Benjamln. Op. Cit. T. !!! , p. 531 
(7) Fiorini, Bartolomé A. Op. Cit. T. !, pág. 844. 
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dfscfplfnario tiende a investfgar la exfstencfa de una falta, como fncum­

plfmfento de un deber que afecta directamente a la admfnfstraci6n, de ni!! 

guna forma la búsqueda del cuerpo del delito que compruebe un daifo social. 

Los principfos probatorios pertenecen a la teorfa general de las pruebas, 

y no a las privativas del derecho penal. Es un proceso sumarial. Las 9i 

rantfas que rigen al proceso dfsciplinarfo se fundamentan en dos princf-­

pfos esenciales: el derecho dmplio de defensa del agente y la imparciali­

dad del órgano instructor, y por supuesto del juzgador. 

Por la mf sma causa, se pueden es tab 1 ecer varias responsabj_ 

lidades¡ es decfr, cuando una conducta coincide materialmente con los pre­

supuestos de dos tipos de responsabilidad, pueden aplicarse sus respectivas 

sanciones. Las sanciones satisfacen distintos bienes jurfdicos dañados. 

por lo que 1 a ap 1 i cae i6n de una so 1 a dejad J s 1 n restaurar a un bien recon..Q_ 

ctdo por el estddo. Por ejemplo, h sanción penal satisface el interi:ls --­

d~ la colecttvidad, mientras que el resarcimiento civil compensa el dJño -­

económico (generalmente); un individuo puede sufrir una pena privativa de -

la liberliid por que afectó a la sociedad tomando dinero del tesoro público, 

pero ello no de·,·~eh ·la cantidad sustrafda (responsabflfdad administrativa), 

ni restablece el orden discipl fnario. siendo que debe actual izarse una san­

ci6n ejemplar {como la n:ulta) que constituya una advertencia para el resto­

de los agentes estatJles parJ que sostengan su disciplina en el cuidado del 

pecunia de 1 a naci6n. 

e) RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. 

No debe confundirse esta responsabilidad, que es producida -

como consecuencia de administrar dañosamente bienes o fondos públicos (el -­

patrimonio público como bien jurfdfco), ~on aquella que vigila que la condus_ 

ta de los agentes estatales se apegue a sus deberes funcionales (función ---
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administrativa como bien jurfdico). Si bien, el hecho antljurfdico dañoso -

resultado de una mala administractón puede darse en las relaciones privadas~ 

la admintstraci6n de fondos públicos se encuentra generalmente encargada .:i­

los agentes estatales. Po ... o.lle, con fundamento en los mismos principios -

que penniten la existencia de la responsabilidad dl!.iciplinarla (poder je--­

rt'!rquíco o de supremacia). el estado crea los procedimientos sumarios nece­

sarios para obtener una reparación. Sin embarga est.a responsabilfriad "ndda 

tiene que ver directa o indirectamente con la di5ciplinaría 11 (8}. Dentro de 

e5te concepto debe incluirse a la incapacidad e lnept1tl1d para ad1>1inistt·Jr. 

Distingue Fiorini la responsabilidad administrativa de la -

civil, en que aquella se refiere a ddños ocasionados a la 1\dmin1straci6n -­

Pública, y la segunda a los dallas que haya ocasiond11o a los admini~trados.­

Ambas tienen el objeto resarcitorio, pero protegen bienes Jurfdicos distin­

tos y se establecen por procedimientos tdmbit!n distintos. La responsabili­

dad administrdtiva sur!Je de la relación del agente y el estado, y la civil­

de la culpa Aquiliana. En la primera la administración tiene interés inme­

diato, en la segunda es el particular. Sin embargo, ld responsabilidad a~ 

ministrativa pu_je extenderse a un particular, si es que se sujeta al orden 

de la adrninistraci6n pública (lo que sucedu ·Jr aceptar el manejo de fondos 

públicos). Es común que se asimile a e~ta no solamente el daño producido­

en la administración de bienes patrimonio del estado, sino Ldmlinfo en c.ua]_ 

quier actividad, pero siempre del agente estatal. 

d) RESPO!ISABIL!DAO LABORAL DE LOS AGENTES DEL ESTADO. 

Comunmente absorbida por la responsabilidad disciplinaria -

(8) fiorini, Bartolomé A. Op. Cit. T. !, pág. 867 
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no deja de tener entidad propia, ya que tiene su origen en los estatutos y 

los conv~nioS colectivos estatales. Si bien pueden coincidir siempre matº-. 

rialmente las conductas antijurfdicas de esta calidad, con las f¡ue !lfcctan 

la disciplina públicd, debe entenderse que lo que se tuteld con esta res-­

ponsa~ilidad son las relaciones y el equilfbrio del estada con la burocra­

cia como movimiento sindic,11. La existencia de convenios como los mencio­

nados, crea deberes muy concrC"tos, 1 o que es di s ti nLo a 1 caso de 1 os debe­

res cuyo incump1imienlo da lugar a la responsabilidad disciplinaria (los -

que son norma irncnte genéricos), y formas de exlg ir su cump 1 imicnto tambil'!n 

muy definidas. En algunos caso5, con~ ti tuye una rl!sponsabi 1 id ad que pre--

v iamentc al inicio 1Jcl procedimiento disciplinario o después de su término. 

tiene que desahogarse. los objetivos de 1a legislílción laboral deben ser 

m1.1y distintos de lds normas disciplin"rias. 

Generalmente los estatutos estdblecen normas sobre: a) El­

lngrc!:i.G J lo:.. cu11dros de la adr.1inistraci6n. b)Algunos deberes, prohibicio­

nes. y der~chos del a91rnte, c)L.is ne:rmas de la carrera. d) Las lncomp<itibi­

Hdades, e)Los recursos. y defensas de los derechos reconocí dos y f) Los -­

derechas soc id les. 

Los estatutos, dice Fiorini. al igual que los convenios -­

colectivos estatales, tienen carácter general, destacando la enonne e inútil 

<>emejanza que existe entre unos y otros. 

U) LA POTESTAD SANCIONADOR/, DEL PODER J!Jl'ICJAL. 

a) RESPOUSAd !UOAD PENAL. 

En el primer capftulo de este trabajo, definimos las difere.!l 

cias que existen t?ntre los distintos blenes JLirfdti::os que el.§_stado reconoce 

y de los cuales al ser dañados surge una especial responsabilidad-para-la -

res tau rae i 6n de 1 orden al ter a.da. Igualmente en pal abras de Beccaria esta ..... 
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blecimos. el objeto de las penas y la raz6n por la que ciertas conductas de­

ben tratarse para su sanción. en la tipicidad. 

Villcgas Basavilbaso cita a laband para expresar que no se 

puede deducir lógicamente de la naturaleza de la re1acíón de empleo {públi­

co), qué! violaciones del deber profesional por purtc del funcionario impli­

can un delito y entreí'lan una responsabilidad peni!l. 5olJ.mente -continua- -

puede decirse que hay transgresiones de particular gravedJd que afectan no­

solamente la disciplina de_!_scrvicio ~ino tdmbh:n el orden público y el - - -

ambiente social o 11en estos supuesto~ el ejercicio Qel poder disc1plrnario -

no es suficiente par"a la reparación del daílo cdusado" (9). Cada sociedad --

detennina que conductas daños.as deben ser absorbidas como propias, Yd sea -

para evitar las vendetas., piH'd proteger ved ores estatales. o los soci6lagos-

y de tas. cualt.:!. ccn:.idcn• que L'l ri:-p¿1·aci6n adetuadd del orden sea la pena. 

Distingue la doctrina entre los delitos propios, ¡.ii:t:l.i~ÍJ.res 

o profc:siona1es; {Abuso de autoridad~ violación di? los deb•:res fJúblicas, --

abandono de1 cargo público, cohecho. ne9ociaciones incompJtit..le<;;., ení'iquec..!_ 

miento ilkito) y los impropio5 o no profesionalc5, que agravan la sanción 

(Oefraudaci6n, rebelión, falsificación de sellos y timbf'es, falsificación -

de documentos y violación de sello,). 

Un proti1e"M rdaUvo a e~ta rec;¡;cn~.cbilidad en algunos sis .. 

temas jurfdlcos. es l<i n·:cesidad de una dutorizactón previa {algunas vece~-

llamada garantfa adminhtrdtiva) para proceder penalmente contrcl algunos 

fun..:~cr.:::rioc; (sin distinguir entre lo::. dl!1itos espcc\ales Je ellos o los 

coxúnes). Este elemento sun;c l'n lil époc11 moderna Uc L1 n:1t1~o:.c\6n del ar~­

tlculo 75 de la Constitucl6n del afta Vlll: "lo~ ag~n!.es del Gobierno, con -

excepción de los ministros, no pueden ser enjuiciados por hechos relattvos 

a su función, sino en virtud de wna decisión del ConseJo dtl Estado" {lO) 

(9)Villegas oasavílbaso, Uenjamfn. Qp. Cit. T. lll, p. Sol. 
(10) Transcrito por ~enjonifn Villegas aasavilbaso. Op. Cit. T. 111 p. 5:i4 
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La ratio juris de tal tipo de dlsposlc1ones la fundan en el principio de la­

divlslón de poderes, evitando con ellas que un poder intervenga en el otro y 

desequilibre la balan<a constitucional, y en establecer un control de la ley, 

que evite que el derecho pena 1 sea un instrumento s impl 1 s ta de vende tas po-­

Hticas, que afecte al buen desarrollo de la funcf6n pública. Debemos en-­

tender que si bien su existencia resulta prudente, no debe ser de tal forma 

(por su extenci6n o por su complejidad) que produica la irresponsabilidad -

de 1 os agentes. 

b) RESPONSA~IL!DAD CIVIL DE LOS AGEHTES DEL ESTADO. 

Este tema ha sido confundido en muchos estudios, esta se re­

fiere a los daños que ocasiona el a9ente estatal en su mala actuación, contra 

ten:eros ajenos a la adminiStraci6n. Sin embargo, dada la normal posibilidad 

de und relación directa de esta falta cvn 1a p(::n,11 y la disciplinaria, ella 

puede ser acumulada, a p~sar de ser propia de los trtbunales comunes (para -

algunos funcionarios, cuya actividad desee ser protegida, se puede reserv;,r­

la acci6n a otro tipo de tribunales). 

El problema priJllord1d1 de este rubro, radica en la contra-­

vertida cue&tt6n dt! la responsabilidad del esta.do (tema extenso que requiere 

de un estudio por separado). El agente t:n el desi::rnpeño de su función~ tiene 

la posibilidad de dañdr bienes particulares. Dado que el agente es precisa-

1nente el medio por el que se vale el estado para crear s.u voluntad, debe de­

f i n1 re se si es el es ta da el responsable, lo es el pro pi o a.gente o 1 o son .,. __ 

ambos. Esta cuestión se ha d~:;crHo en la dc:ctrina como las faltas persona­

les. del sef'vicio o mixtas, lo que a colasión de la evolución de ia re:;µans!_ 

bilidad del agente esta.tal tratamos en el primer capftulo de este trabajo. 
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tratamos en el pr1nmr c•pflulo de este trabajo. 

El estado obviamente no se encuentra legitimado procesa lmente 

pard tomar de propia mano tal perjuicio y restatJlccer- el equilibrio patrlmo--

nial de los individuos¡ es decir, no pUC!de e:dgir directamente a su servidor-

público que pclguc tal a cual prestac16n que debe en vif"tud de haber dfoctado-

a alguie.n ajeno a él mismu. 

E.xpone fiorlni que El Consejo de~ Estado frarn.:és ha rcsdlt<Jdo 

un.a na muy pr~cisa distinción entre la falta de servicio y la fdlta per~onal. 

Dice que ello hu debilitado la investlgaci6n de la responsabilidad dir~cta --

d1.!1 agente, r!.!duc.lendo ésta •l los caso:; en que actúñ en fOr'rna inú1v\\jull y -

dolosa: ºal emanclpdrse del crf'tcrío de 9arantla privo.tista, que encierra la 

norma contenid.1 de )a culpo rcflcJil, ha creado ... la cu1pa concurrente del-

Estado con el agente pero con carác.ter medlablu :¡ 1.1J.r.ccn:ur1arjo. con el pago 

pn~\Íl.l por parte de la. Jdi>dni~tractón'1 • Conllnüa el nnsmo a.utor <liciend::J -

que 11 una orientación subsecuente amµl iud l.} conciencia de responsabilidad -

de los agentes públicos 11 {11). A esto último deberrws dlt::yar que de ser a5f-

la vfctima carece de un medio inmediato de reparación por la dudosa soh'en-

cia de un funcionario. El estado debe dar respuesta irunediata al gobernado. 

Garcta TreYijano hace una clasificación en la que distingue 

por una parte y por su origen a las derhadas de infracción penal y de ci--

vil; por otra y por los !>ujetos lesionadns. 1a producida a la administra---

ciún¡ y finalmente por sus manl festaciones e).Lcrnas, ya sean actos o hechos 

jurídicos (12.) 

C) LA POTES TAO OEL POOER lEG !SLATIVO. 

a) Responi.oLJl id"d Polftica. 

Biel sa la excluye c-Omo responsabi l \dad ju~f dl~-~--· -~~_·que ·surg~ 

(ll) Florini Op. Cit. r. l, p .. 868 
(12) .Garcfa Trevljano. Op. Cit. T. 11 l, p. 960 y ss. 
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no de los deberes funcionales de los agentes estatales, sino de los deberes 

polfticos, los cuales carecen de definición incluso genl!rica, pues en un -­

momento pueden ser unos niotivos y en otro tiempo otros. Constituye un re-­

proche por ciertas conducta!; que se traducen en la pérdida de confianza por 

el parlamento, congreso o poder ejecutivo. El único efecto que puede tener 

es la separación del cargo y de la funci6n pública temporalmente. Al poder 

legislativo, por su reprcsentatividad, se le ha concedido la innata aptitud 

de juzgar lo pol !tico. 

Difici lmente podremos definirla como una sanción, ya que -

no existen deberes previos de tal carácter que pennitan definir la antiju­

ricidad. Algunas legislaciones encierran en grandes rubros los motivos por 

los cuales podrán ser juzgados pal fticamente algunos funcionarios o repre-­

sentantes, siendo la mayorfa de las veces los principios constitucfonales -

de 1 a nac f 6n. Sin embargo, e 11 a es de ta 1 vaguedad que no se 1 e puede dar­

p lena validez. liabrfa que hacer un anc'i1fsis de cada legislación para cono­

cer si es o no una responsabilidad jurfdica. 

tia obstante, sena 1 aromas que cuando el 1 o ocurra, e 1 bien 

juddico tutelado será la confianza que se deposita en el agente estatal 

para su desempeño polftico, valor que una vez afJctado rcmpc con la annonfa 

de un pueblo de una administración concreta. 

Fiorini dice al respecto que no estj institufda para agen-­

tes estatales propiamente.sir.o para autoridades constitucionales, es excep­

cional y restringida, no puede extenderse a otras autoridades. Podrfa de-­

cirse también que se origina en una necesidad del ooder legislativo para 

tener facultades de destituir a miembros del poder ejecutivo en sistemas no 

parlamentarios. 



CAPITULO CUARTO 

"DERECHO MEX 1 CANO" 

A) LOS SUJETOS EN LA CONSTITUC!Oll. 

En la cart-l magna dC!l Dc,.cc.ho ~e:dcano estii plasmado Ql con-

cepto de servidor '1úb1 leo en su arUcuJo lOB, {c-1 cual fue reform<Jdo por -­

decreto de1 27 de diciembre de 1932) y de él se desprende que el motivo para 

definirlo es precis.Jmente del lml tar •fU lene'.".; seriin std~tos de la$ rl'!spónsabi -

11dades que se tratan en f?l tHulo: 

"Para los efec':us de 1as rcponsJbi1 ldJdes a (;ue alul!r.~ este 
Tfttllo (dlsc.i¡>linariu, política y pcndl) ~e n-!putarán como 
servidores públ it.05 a los r.~prcsentuntes d<~ f..'lección popul<ir 
a los miembros de lo~ pod~res Judicial f'ederJl J' J1Jdicl.il 
del Distrito Federal. a los funcionario~ y c11iple.Jdo~ y, en­
general. a toda persona que dc~1:mpeñ~ un cmµ leo, cargo o -­
comis16r. di: c¡¡.1l::¡uic::!r naturaleza l":n lu t~driínl~tr.1ción Públi 
ca Federal o en el 01striu; rt..:di.!r.:ll. 1¡ulene'.> ser,ln respuns"á 
b1e'.> por los actos u omisiones en que incurran en ~!I Ur:SC:".~Pe 
ño de sus rcspectivclS funciones. -

El Presidente de la República, durantL' el tierr.po de su en-­
e.argo, sólo podrá ser acus()da por traición a la patria i -­
del ttos graves del orden común. 

Los Gobernadores de los Estados, los Ui¡:¡utadVi u !.~s legisla 
turas Locales y los Mag1s.trados de los Trlbun<Jle<, 'Supf!dore'S 
de Justicia loctlles. ~.~rán responsable~ ror vio1'1ciones a -­
esta Constitución y a !as 1~y.::, fc·1en:lP'>, as~ como por (.>1 -
manejo indebido rfo fondos y recursos f cd1~rd les. 

las Constituciones de los Estíl.dos de la RepCibl ico precisarc1n, 
en los mismos. téru11nos del pri:r.er p,]rrafo de est'..' arUculo y 
para los efectos de sus responsabilld.ades, el carácter de Se!:_ 
vidores públicos de quienes desempeñen er.1plea, cargo o cor.d-­
sión en los Estados y Municipios. 

Salta a la 1Jista la omisión :.in ¡¡¡c;tivn :,lguno de lo!l emplea-

dos del poder legislativo. Creemos que el lo e::. debido a un error de- redac-
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c16n, el cual se pretende subsanar en los articules 51 de la Ley Federal de 

Responsab111dades de los Servidores Públicos y 212 del Código Penal Federal. 

El arttculo lOB Constitucional. prácticamente sujeta a todo individuo 

que desempei'lc un empleo, cargo o comisión para el Estado o a su Administra-­

ción Paraestatal, a estas responsabilidades; si bien es cldro que no todo 

agente estatal debe estar suJeto a las mismas responsabilidades y juzgado -

por los mismos paiámcti"os. E.1 Arlfculo 109 del 1idsmo ordenamiC!nto delimi-

ta en sus prlmerns pSrrafos el alcance de cada responsabí1 idad: 

El Congreso de la Unión y las Lt?gislaturas de los Estados. dentro -­
de los ámbitos de sus respectivas competencias, expedirán las leyes 
de responsabilidades de los servidores públicos y las demás normas 
condúcente:i a sancionar a quienes, teniendo este carácter. incurran 
en responsabilidad de confonnidad con las siguientes preve ne iones: 

l.- Se impondrán, i:1ediante juicio polHico, las sancione!> indi­
cadas en el arf.fculo 110 a los servidores públicos s~i\alados en 
el mismo precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones incu 
rran en a.cto:. u omisiones que redunden en Perjuicio de los int'~ 
reses público~ fundamentales o de su buen dcstia.:.ho. 

Ha procede el juicio pollticu por la mera expresión de ideas. 

ll.- Ld comisión de delitos por parte de cualquier servidor público 
:.erá perseguida y sancionada en los tl!nninos de la legislación -
Pt!na 1; y 

111.- Se aplicarán sanciones administrativas a los ser'Widores -­
públicos por lO:i actos u omisiones que afecten la legalidad, --­
honradeL, lealtaC. i-r.parcialidad y eficencia que deban observar­
en el desempeño de sus er.<plen~. ca.rgos o cornisiun2!:. 

Los procedimientos para la apl icac16n de las sanciones rr.enclonadas 
se dcsarrcl \arán autónomarnt!ntc. No podrán imponerse dos veces -­
por una sola conducta sanciones de la misnia naturaleza. 

Debe resaltarse que de los textos constitucionalt:s transcritos no se 

desprende la posibilidad de que un parUci.dJr sin haber sido servidor públj_ 

ca, sea sujeto directamente de este tipo de responsabilidades. 
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6) LA RESPO:IS/\BILIDAO POL!T!CA. 

Dijimos en el capitulo anterior que de la responsabllidad --­

potftica diffcilmcnte puede affrm.arse que es jurfdica, dado que surge no de -

los deberes funcionales de los agentes estatales. sino de los deberes polftl­

cos, los cuales carecen en la normalidad de definición, incluso genérica. - -

Estos en un momento pueden ser uno$ motivos y en otro tiempo otros. fambién­

dijimos que no obstante. puede decirse que el bien tutelado es lil confianza -

que se deposita en el agente estatal para su descmpei'l9 polftico. v1ilor que 

una vez afectado rompe con la annonfa de un rueb lo en una ad·~ti ni strJc l ón -

concreta. 

Ahora bien, L! responsabilidad polftica en e1 texto constit~ 

clona}, es limitada pdra su aplicaclón ~ c.it!rtas ::crvldores públicos. y sólo 

por la comisión de actas contrarios al intetl:s público fundamental en el -­

dt!sempeño de las funcione:; (art)culo 101) ler. µárr.ifo). Dicha. conceptuaH­

Zdci6n tan abierta cae en el principio d.entra de los scña.lemientos hechos -

en el párrafo anterior, pero en la ley reglamentaria se hdtC una amp1idct6n 

de lo que debe entenderse por actos contrarios al interés público ftJndar.<en-­

tal, lo que en principio da un cari!cter jurfdico a toda responsabilidad polf-. 

ti ca. 

La Ley Federal de Responsabll1ddde":. de lo5 S•:.-rvidores Públl-­

cos sci\ala lo que deberá entenderse por actos. que afectdn a los intereses. 

públicos fundamentales en su o.rtkulo 7o.; sin embargo. la descripción de 

dichas conductas es tan amplia, que deberá ser muy evidente la transgresión· 

del funcionado c::::r.o ri\ra que podamos concluir que se lesionó el bien jurfdl 

co protegido. 



61 

As! las fracciones 1, II y IV, ut111zan como sustant1vo la -

palabra 11 ataque 11 sin definir sus alcances, por lo que queda al criterio da -

qu1en juzga decidir qué debe entenderse por tal. 

Las fracc1ones III, VI, VII y VIII ut1lizan el adjetivo 

"grave", por lo que también nos encontramos en el caso anterior. 

Por último, la fracción V dice llanamente que afectará al -­

interés público fundamental la usurpación de atribuciones¡ este caso presen­

ta 1.m problema distinto, pues es tipificado por la legislación penal. Por --

ello, cx1stiendo una definición concreta o los medios para poder aprehender-

una idea sin recurrir a una descripción {como en el caso del adulterio en el 

Código Penal para el 0.F.), es lamas tratando ciertamente de una nonn3 cuya -

violcción apareja responsabilidad jurfdica. La afirmación de Bielsa de que-

la responsabliidad polftica. no tien~ car.'icter juddico, tiene en México, por 

lo menos, esta clara excepción. 

Los suJetos de la responsabilidad poHtica enumerados en el-

Arttculo 110 de la Constitución PoHtica de los E5tados Unidos Mexicanos el-

cual dicto: en sus primeros párrafos: 

"Podrán ser sujetos de juicio polftico los Senadores y Diputados 
al Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de -­
Justicia de la tlación, los Secretarios de Despacho, los Jefes del 
Departamento Ad;ninistrativo; los Repres-entantes a la Asamblea del 
Distrito Fedcr<.11. el titular del órgano u órganos de gobierno de.1 
Distrito Feder<ll, el Procurador General de la República, el Procu 
radar Gt:neral de Justicld del Distrito Federal, los Magistrados {fo 
Circuito y Jueces de Oi'.:.trito, los Magistrados y Jueces del Fuero 
ComOn del Distrito Federal, los Directores Gcner.:!-1!:·5 o sus equiv!!_ 
lentes de los orgirni smos descentraliza dos. empre:; de par ti et pa­
c i 6n estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a­
éstas y fideicomisos públ leos. 

Los Gobernadores de 1 os Es ta dos, Di puta dos local es y Magistrados­
de los Tribunal e:. Superiores de Justi.cia Locales. sólopodfán ser­
SUJetos de Juicio p~Htico nn los términos de este Ti'tulo por --­
violacion~::. grav..:s a e5ta Constitución y a las ieyi:<.J fcJcrJ1c'.:. ~'.J~ 
de elld (:f1;ancn, 3sf cor110 por el manejo indebido de fondos y recuf:. 
sos federales, pero en este caso la resolución será únicar.:cnte -­
declarativa y se comunicará J 1135 Legislaturas locales para que -
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en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda. 

las sanclones consistirán en la destitución del ser­
vidor público y en sus inhJbilitación para desc.'fl1peñ.:1r funcio­
nes, empleos, cargos o comisiones de cualquier n11turaleza en el 
servicio público. 

La ley federal de Rcs.ponsabi 1 idades de los Servidores Públicos 

en el primer párrafo de su art fculo 9 ~1rcvee respecto del juicio pal ft ico una 

lirnitante temporal pdra el Inicio del procedimiento: 

El juicio oólftico s6lo podrá iniciarse durante el tiempo en -­
que el servidor público dese:r.1peii'2 su empleo, car;¡o o comisión -
la conclusión de sus funciones. 

C) RESPONSABILIOAO PENAL 

El artfculo 109 Constitucionul deja a las Leyes Penales la 

definición de los delitos específicos del servidor público, pero al no di~ 

tinguir lo que debe entenderse por este último. dichos delitos. la lt?gisla--

ci6n penal podrá in1putdrlos a cualquier sujeto que -se encuentr~ co;r.::rendi-

do dentro del artfculo 108 constitucional. 

Asf, el Código Penal para el Distrito Federal en Materia -­

de Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero Federal dice -

en su artfculo 212: 

"Para lo~ efectos de este Título )' e1 ~ubsecucnte ~s servidor 
público toda persona que desempeñe. un empleo, cargo o comi--­
sión de cualquier naturaleza en la Administrac;ón PQblicd Fe­
deral centralizdda o en la del Distrito Feder~l, orgardsn;os -
descentralizados, empresas de participación estatal mayorita­
ria, organizaciones y sociedades asimiladas a éstas, fideico­
misos públicos, en el Congreso de la Unión, o en los podcres­
Judicial Ft!deral del Dbtrlto Federal, o que mJ.ni?jen recurso~ 
cconó.~iic.o.:. fcJe-ra1c.:.. La~ Ji.>vu':>i1..io11i;:.) 1..tJ11L~1.in,•:. ~n :!i --­
pri::sente Tftulo, son aplicables a los Gobernador-~ Ce los Es­
tados. a los Diputados J. lils Legislaturas Locdles y a los H<l­
gi s trados de los Trl bu na 1 es de Justicia Local es, por 1 a co111 i -
slón de delitos previstos en este tftulo, en '<lilterla federal. 
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Se impondrán las mismas sanciones previstas para el delito 
de que se trate a cualquier persona que participe en la 
perpretaci6n de alguno de los delitos previstos en este 
Tftuo o el subsecuente. 11 

Salta a la vista la 1nclusi6n de los empleados del poder -

legislativo, a pesar de que se omite su mención en el artfculo 108 consti­

tucional. En el mismo sentido en el segundo párrafo del artfculo se inclu­

yen, como sujetos a est.J responsabilidad cspecffica de los servidores pú--

b 1 i cos, a 1 os part icu 1 ares; pero 1 úni e amente para 1 os casos de part ic1 pa--

ci6n, y ello dt! cunfonnidad con los dispositivos dmplificadores de la res­

ponsabilidad en e1 derecho penal. No es que un particular pueda ser diref_ 

tamente respon"iable en 1.1s mismos términos en que lo harfa un servidor pú-

blíco, sino tan solo lo será como participante. 

Por lo anterior, consider.1mos inútiles las referencias ten. 

d1entes a ld tipificación esnecffica en alguno'.> de los delitos para el ca­

so de participación de un indi..,iduo que no tenga la calidad de servidor -­

público: Artículos 215 último párrafo, 217 fracci6n 11, 221 fracción II 1 -

222 fracc i 6n I !, 223 frac e i6n 11 l, 224 segundo pfrrafo, de 1 Código Pena 1 -

pard el Distrito Federal en Materia de Fuero Comt1n , y para toda la Repú-­

bl ica en Materia de Fuero Federal. 

:10 obstante lo anterior, nada impide que un servidor público 

que dejó de serlo sea res¡.ionsobl~ penalmente por los éeiitcSc que come:ti6 -

durante su desempei'lo corno tal; ya que se tipific6 el ilícito, se alteró -­

el orden público y éste puede ser restablecido mediante la pena. 

En este capítulo de los delitos cometidos por servidores 

públicos en el Código Penal Federal, existen olgunos casos en que sln tener 
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al carácter de servtdores públicos. los particulares pueden ser sanc1ona­

dos directamente¡ es decir, sin que tengan el carácter de participantes:­

Artlculos 214 fracción 11, y 223 fracción IV. En ol prl"'or caso, dice el­

c6dlgo: 

"Comete el delito de ejercicio indebido de servicio público 
el servidor público que: 

11.- Continúe ejerciendo las fuñciones de un e111p1eo, cargo 
o comisión después de saber que se ha révocado su no¡11Uramien 
to o que se le l1a suspcnd\do o destltufdo." -

la redacción de este apartado es cqufvoca, pues se dice que 

comete dicho delito el servidor público que ya no sea servidor público. !lo-

obstante, debe entenderse que .1quf se trata de una conducta 4ue auténtica-­

mente vulnera el orden púb 11 ca y que por !>is le:1t1a su 1oca1 i zac i6n en el c6di 

go, es correcta. A pesar de esto, no puede dec.lní! c¡uc el particular comete 

este delito en virtud de una exigencld especial del· Estado 
0

para ciertos in­

dividuos {agentes estatales) de que el desempeño de su gcstH.in sea sin la -

afectación del orden públ tea. 

Por el contrario, se trata d!:? sancionar la afectación del -

orden público por el simple hecho de desempeílar una función ileg!timamente, 

sin importar si el conten1d.2.S!e dicha funci6n fáctica111ente también per jud1ca 

el orden púb 1 ico. A un serv ·dar pública no se le sane iona por desempefiar­

su funci6n simplc1nente1 y si en el caso que ~e anal iza a un part\cular. 

Debe advertirse que la conducta de!>cr l ta en es te ú l t 1mo ar­

t fcu,\o ,es distinta de la que cnconlrdluO: en -:!l artkulo Z?O fracción l de\­

mismo. código, en el que se dice que 5er~ acreedor a sancf6!l.2ena1 áquel que­

"sin se1· funcionario púUlico, se atribuya ese cari1cter y ejerza illguna de -

la'i funcicnAI da t.n\ 11 1 En al n.rtfculo Zl4 frocc\6n 11. '° tro.ta do un tndt­

v10uo qUo fuC servidor públko y dejó de serlo. y en el artfculu 
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templa el caso de aquel que nunca tuvo ese carácter. El artfculo 223 frac-

cf6n IV del c6dfgo en an~lfsfs dfce: 

11Comete e 1 de 11 to de pee u 1 ado: 

IV Cualquier persona que sin tener el carácter de servidor 
públ feo federal y estando obligada legalmente a la custo-­
dia, administración o apl icaci6n de recursos públicos fede 
rales, los distraiga de su objeto para usos propios o ilje-:" 
nos o les dé una aplicación distinta a la que :;e les destj_ 
flÓ 11

o 

En este caso debemos hacer observaciones en el mismo sentido 

en que fueron hechas ptlrtl el i1rtículo 214 fracción Il, y<J que obviamente no -

es sancionado un individuo que en desempeño de una función encomendada por --

ser servidor público, afecte al orden pübl ico¡ este tipo podrfa haberse ubi-

cado dentro del capftulo que trata al atluso de confianza, y no dentro de los 

delitos propios de los agentes estatales. 

Res pee to de l d decl ar.1ci 6n de procedencia e 1 Artfcu 1 o 111 -­

de la Constitución P611tica de los Estados Unidos Mcxic~rnos dice: 

"Para proceder penalmente contra los Diputados y Senadores al 
Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de -­
J•JSticia de la Nación, lo$ Secretarios de Despacho, los Jefes 
d~ Lll..'partamento Admrni s tra ti vo, 1 os Representantes a 1 a Asamb 1 ea 
d~l :)is tri to Federal, el titular del órgano de gobierno del -
Distrito Federal, el Procurador General de la República y el­
Procurador General de Justicia del Distrito Federal, por la -
cOflli si 6n de delitos durante el tiempo de su encargo, 1 a Cáma-
ra dt.: Diputados declarará por mdyorfd Jbsoiuta de sus miembros 
presentes en sesión, si ha o no luyar a proceder contra el 
inculpado. 

Si la resolución de la CJmura fuese negativ.! :r susr.ender<i 
todo procedimiento u 1 teri or 1 pero e 1 lo no ser1'i obs t&cu lo peira 
que la imputación por la comsión del delito cont ;.,_je su curso 
CUdlldO el inculpado haya conclufdo el ejercicio d~ su encargo, 
pues la misma no prejuzga los fundamentos de la imputación. 

Para proceder penalmente por delitos federales contra los -­
Gobernadores de los t:stados, Diputados, locales y Magistrados 
de los Tribunales Superior~s de Justicia locales, se seguirá 
el mismo procedimiento establecido en este artículo. pero en 
este caso la declaración de procedencia será para el efecto-
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de que se comunique a 1.as legislaturas locd1cs, para que en 
ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda." 

0-Q la redacción de este artfculo, ~e de5prende que 1a impro­

cedencia de la acción penal estd instituida en protección del órgano de fun­

ción pública y no del titular, ya que en caso de negativa para la proceden--

cia de la acción, la imputación contlnu<lrá s.u curso cuando e1 lndlviduo deje 

el cargo. El numeral transcrito deja s.in resolver el caso en que un funcion~ 

rio de los mencion.-ldos en el primer µárrafo. 10 ::.eíl también de lo~ scf\dlitdo::;. 

en el tercer párrafo, pues no r~sultarfa congrul!ntl'J' qut! en los términos del 

tercer p5rrafo, la Cámara de Diputado5 ~e dbs.tuvlcrJ de emit11· :;u rec-,oluc16n. 

En nuestra opinión, debe emitirse dccl(lración par l.a legislatura Fltdcral y -

la local, en ese orden, y para proc~dc; f•ena1rrent!!, dr:ber.5n colncídi.r en de-

el ar.1r ambas la proccdenc i a. 

D) R[SPONSA8lL!DA0 D!SC!PLWARJA. 

la responsabilidad 11amdd,1 ad:ninls.trativa en el texto c:onti-

tucional corr~sponde a la que describimos ant(.;!rlonucntc como disciplinaria.-

Dijimos respecto de esta última que f:!l bien jurfdico protegido es el cumpli­

miento d~ los deberes públicos por parte del servidor público hacia la admi-

nistración e~ta.tdl ~y el texto c.onstnuclonal die.e expresaií.ent.e en ld frac-· 

ción lll del artículo 109 que: 

11 se aplicdrán s.ancionf.:5 3d:ainistrativas" los servidores. públj_ 
cos por 10"5 actos u omisiones que afreten 1a lc:¡a1idad. lionra-­
dei, lealtad, imparcialidad y ef1cicncia que deoan otiservar en­
e l desempeño de sus emp 1 eos. Cil:rgcs o comis lones" 

:to debe dejar de observarse id nJt!..lr~lez.a adm1nistrativa de 

las sanciones disciplinarlas, pero de usar el término administrativo entraN­

rfamos en dificultades conceptuales. 
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La redacc16n de 1d fracci6n mencionada penn1te afirmar que 

tal responsabilidad será directamente proporcional a los deberes del servj_ 

dar público, ya que dice que se importdl"á..!!.!_as sanciones por la legalidad, -

honradez. lealtad, imparciJlidad y eficiencia que deban observar en el ---

desempe~o de sus empleos, cargos o comisiones, siendo que el uso del verbo 

deber en el tiempo presente del ~ubjunt i vo *'deban", indica una acci 6n a 

futuro y por definirse, y no und acción actualizada, cierta y por igual a-

' todos los servidores públicos, como lo serfa con la conjugación "deben" 

d'3ndo a entender que todos tendrán que observar la misma eficiencli1 1 impar. 

cialidad, etc. Un ejemplo claro de la diferencia en los deberes oficiales 

resulta de la comparaci6n de un empl~ado del servicio de policfa judicial-

y uno del servicio de intendencia de una entidad paraeo:;tatal. 

La Ley Federal de Responsabi 1 i dad de lo~ Servidores Públ i--

cos dice en 5u artkulu 2o.: 

uson sujetos de esta Ley, los servidores público-; mencionados 
en el párrdfo primero y tercero del artfculo 108 constitucional 
y todas aquellas personas que manejen o ap 1i4uen recursos eco­
né.:;f cos federales" 

En nuestra opinión, 1a redacción de este artfculo peca de un 

exceso de generalidad, ya que mcnciond como sujetas acreedores de responsa-

casos no se les podrd aplicar alguna de ellas. Resulta rncongruente por 

ejcm¡Jlo, que a un fu~1cionario local se le imponga una rcsponsabi 1 id:ld disc_i_ 

plinaria de carácter federal por los actos u omisiones t¡ue afecten la lega-

li dad 1 honradez, 1ea1 tad. imparc i a 1 i dad y efi e i ene i a en e 1 dt>sempeño de - -

empleos. cargos o comisiones. Todos esos va 1 ores 1 as debe tener un servi--

dor público por su relación de sujeción con el estado feder.Jl. 
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La primera parte de este arl f cu1 o exl uyc a 1 Presidente de 1 a Repúbl i­

ca de la aplicación de (!Sta Ley, desproveyendo asf de ordunamicnto reglamen­

tario para el caso de que durante el tiempo de su encargo. fuera acusado por 

traición a la patria o del Has graves del orden común. 

La segunda parte del numeral, resulta sorprendente, pues el 

texto constitucional nunca prevee la posibilidad de impont!r sanciont?S ofi--­

ciales a los particulares. y exprcs.:?mente dice en el drticulo 109 que el -­

Congreso de la Unión expcdirJ las leye::. de respciw.oJbilidad de los servida-­

res públ ices conducent•~S a !.onc1ondr a quient:>s, teniendo este carácter, in­

curran en responsabilidad. Por otra parte, no tiene sentido sancionar par­

las actos u omisicncs aue al1.:cten L1 lega\iddd, honradez, lealtad, írnparciE_ 

lidad y ef1ciencia a quien nn debe ot.iservdr tdl~;:. Jcbc:rc:~. y c1l que sancio­

nándolo conforme a estas normas, obvLrnientt> no se restablece el bi~n jurfdj_ 

co afect.:ido y al que µrult:<j.:: cs:e ti;") dí.' re:;i:cr..sabilidad. ~:uy di5tinto es e1 

caso de la partic1pací6n en L~ leglslación pt•nc:tl, donde lil sanción de todos 

los autores de los delitos si restablece la afectación del orden püblico, -

que es el bien juddico protegido. 

La redacción dela.rt\culo en análisis confirma lo Que sostu­

vimos en el capttulo ant~rior en relación u que la respon~abilidad disciplj_ 

nari a supone falta en l O!'. deberes f une l an11 le':.. de los agente~, y pr,r ~ 0 t.rnto 

la calidad de tal es indi5penSdble pJra que c)'..ista. Oe ahf tamoién oebe -­

concluirse que, a diferencía. de la re'.>ponsaci1idad penal, no podr5 iniciar­

se prodecimiento disciplinario por hechos qu¿ fueren conocidos después de la 

1:!1.L\nc.iVn ;!;: 1~ rel.lci6n de empleo. ello tanto por que y;i no se tiene la -­

indis;>ensJble calidad de servidor públ1co, como porque resultada infructu_2. 

so pretend<!r restablecer una di se i µl i na ya que en ese momento, a traotés de­

sanciones que ya no <ifligen al responsable y que en última instancia no re--
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sultarfa siquiera ejemplar. Por ello, resulta acerta~a la opinión en el -

sentido de que cuando a un servidor pública se le inicia un procedimiento­

hata que concluya el mismo no debe ser aceptada su renuncia. 

Sin embargo, a esto último la Ley citada pre'<'ee una excepción 

en el catálogo de ob1 igdcíoncs del servidor público y que es el arti'culo --

47 fracción XV en la que al refenrse al dcbQr de no acept.1r ningún bene­

ficio econ6mico de cualquier persona directamente vinculada con e1 S'2rvi .. 

cio que se desempeña dice al final del p;lrra.fo: Esta prevención es. aplica­

ble hasta un año después de que se hr1ya retirado del empleo. cargo o comi-­

sí6n. 

E5tJ. última prevenci6n es la excepción. que confirma la 

regla, ya que si el legislador hubiese querido que cua14t.dcr infracción fu~ 

se sancionada disciplinariamente con posterioridad a que se dejó el cargo 

no hubiera tenido que marcar esta '?Xtcpción. Sin embargo, el motivo por el 

cual se puede considerdr que se anotó esta obligación en estos térmlnos, es 

simple'11ente que da excatamente igual, que un servidor público durante su 

gestiór.· reciba dinero por 5u a.ctuaci6n, ade-más de lo que recibe por su - -

desemp"?ño por parte del estado, a que lo reciba después. pues en este últi­

mo caso es muy probable que lo reciba por un acuerdo real izado durante el -

ejercicio de su5 funciones. No podemos decir· que en este caso tratamos de.­

una res¡:;onsabilidad disciplinaria en su fanna pura. Si bien~ la discip11na­

ya no será restablecida en todos SlJS ténidnus., el ".;imnle ht!cho de que por­

csta infracción. el brazo del estado alcance a los particulares que fueron 

servidores públicos, constituye una garantfa del desempeño correcto de la 

funciOn pública. Esta infraccióf'\ constituye indudablemente una responsa­

bilidad administrativa, más serfa aventurado encasillarla dentro de alguna 

de las especies de las que es sujetó el servidor público. 
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E) RESPOllSABIL!OAO CIVIL. 

Como quedó establecido en el capftulo anterior, la responsa­

bilidad civil se refiere a los dafios que ocasiona el agente estatal en su mal a 

actuación contra terceros ajenos a la administración. 

En MCx.ico ~sta se encuentra regulada en el Código Civil para 

el Distrito Federal en Materia Común, y para toda la República en Materia --

Federal en los siguientes numerales comprendidos dentro d1~l capítulo de las-

responsabilidad que surgen por lo~. actos 11 fcitos: 

11Artículo 1910.- El que obrando ilícitamente o contra las buenas 
costumbres cause daño a otro, está oblig.J.do a repararlo, a menos 
que demuestre qu~ el dJño se produjo como consecuencia de culpa o 
negligencia inexcusable de la victima. 

Artfcuio 1928.- E.l E.stJdo llene obligación de re'.'..ponder de los -­
dar.os c~us;HJGs por su<; funcionarios en el ejercicio do las funcio 
nes que 1 es estén encomendadd~. L.::. t...i rcsp'.:'n:dbil i dad es subs i ---= 
diaria y sólo podrá hacerse efectiva contra ~l Estado, cuando el -
funcionario directamente n:spons.able no tenga bi•.:nes o los que -­
tenga na sean suficientes para rcspondt!r del ctano caus~do.'' 

La redacción del artfculo 1928 transcrito pcrm1te afiIT.iar tan 

solo regula la responsabilidad del Estado cuando uno de su., 119entes daña un -

bien jur{dico en el ejercicio de sus funciones, por lo que cuando se ex.tra--

limite el agente de sus atribuciones. e<,tar12;i1os en un caso de responsabilidad 

común sin intervención del estado. 

La frase 11 E.l que obrando ilícitarr.ente o contra las buenas -

costumbres caUSC! daño a otro está obligado a repararlo" del artfculo 1910. -

debe ser interpretada con culdado, siendo esta h regla general del capítulo. 

Asi'. la responsabiliddd civil del funcionario pt!:Jiico >arS Jq'Je11a que re--

su1te de un daño causado ilícitamente en ejercicio de atribuciones. Delimi 

tar pues el contendlo del concepto de lo ilfcito. será determinante. 
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Si bien el articulo 1830 del Código mencionado define 

"es ilfc1to el hecho que es contrario a las leyes de orden público o a las 

buenas costumbres". el mismo se encuentra inserto en el apartado relativo­

al objeto y motivo o fin de los contratos, por lo que no a primera vista -

resulta prudente considerarlo como una definición universal •. Una regla P.! 

ra la interpretación del derecho de algunos doctrinarios nos dice. que liJ­

nonna no debe ser interpretada por su localización, sino por su contenido~ 

así sostlenen por ejemplo que a pesar de la estipulación a favor de tercer. 

rosa encuentra inserta en la declaración unilateral de la voluntad, se tr_! 

ta en realidad de una obligación que surge de un contrato. 

Siguiendo este orden de ideas, el drtfculo lB30 dice que -

es ilfcito "el hecho" contrario a las leyes de orden público, no refirié_!l 

dase es pee ff1 camente a 1 objeto de 1 os contra tos. por lo que sí res u 1 ta ace_E 

t~1ble considerar a su contenido, dp)1caole .:1 tudu ~'i 1ibro Ct>Jrto dei Código 

Civil, referente a las obligaciones. Asf, el servidor público que cause daño 

al actuar en ejercico de su~ at.ribuciones contra 1 as leyes de orden público 

o a 1 a~ buenas costumbres 1 debe repararlo. 

Este ha sido el criterio de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, concluyendo que cualquier dCto de autoridad por" el que se conceda 

el amparo de la Federación pcr violaci6n de garantias, constituye un hecho -

i1fcito. pues se trata de leyes de orden público y si si;: causó daño, debe r.! 

pararse. 

De este caso, resulta obvio que no h:ibrá ninguna responsabi 

lidad por_ parte dt! la administrllci6n cuando 1.1 vio1aci6n de garantfas pro-­

venga de ta inconstitucionalidad de una ley, pue~el poder administrativo -

está··encargado de aplicar leyes, no de interpretarlas¡ si el contentdo de -

una ley es inConstitucional, no habrá" responsabilidad por su parte. 
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la segunda parte del Jrtfculo 1910, contiene una excluyen. 

te de responsabilidad; que demuestre (e.\ estddo v el servidor Público) que 

el da.i\o se produjo como consecuencia de culpa o ncgl igencic1 inexcusable de 

la vfctima. S1n embargo, de clquf dificilmente poddamos derivar que la CD,!!. 

ducta que produjo el daño debe ser culpable. 

Por otra parte el artfru\a 21 de1 Código en análisis dice­

que la ignorancia de las leyes no excu5a su cumµlim\ento, lo que implica -

una presunción de culpabilidad dl que viole la 1ey, y 5cgün el mismo ar~­

tfcula especialmente la'i de orden públ leo. 

De lo anterior podemos concluir" que el Obf'ar fl icito con ~ 

hechos violatorios de leyes de orden público siempre es culp11b1e. ya sea -

con culpa leve o grave, pero culp~ble. '{ conforme al artículo 1928 de1 -­

C6dtgo, será directamente responsable el senldor µúb1ico y s-ubsidlariJ.rfle!l 

te el Estado. Sin embargo. no podemos concluir dentro de este caso qu& -­

será igual una fa 1 ta personal 1 y en I a ·.,:;;(! to11,,.i 1 a c:u l pa sert imputab h.: al ser,. 

vidor público, a una falta del servicio, donde la conCucta iHcita provenga 

de deficiencias de la estructura y funcionamiento estatal o que exi:-.tan dj_ 

ferencias de interpretación de las leyes con una instancia judicial, quien 

detennine ld verdad jurfdica. En este cas<J, s.i bien hay culpa, no lo ser~ 

del servidor p:Jblic1J y si de la admlnistrací6n 1 qtden no deb~rci acojerse -

a la norma de 1a s.ubsidiariedad. 

f) RESPONSABILIDAD ADMIN!SlRAT!VA. 

Como señalamos anteriormente, el bien juddico protegido -

por la res.ponsabtliddd uct.-ninistrativa es la correcta administraci6n de --­

bienes y fondos públicos. 

Dentro del capftulo c:ons.titucional de las responsab.ilidades 
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de los servidores p1íblicos. no se encuentra contemplada la responsabilidad 

administrativa a la que aquf nos referirnos propiamente. Sin embargo, ello 

no es necesario para su legitimación, ya que la obligación de reparar un -

daño, cualquiera que este sea, se deriva del derecho común. A pesar de é~ 

to, en el Derecho Mexicano si podemos hablar de que existe una responsabilidad 

especial por dañi.1r bienes y fondos f.!Úb l icos por p(1rte de i ndi vi duo5 ene ar-

gados de Jdrninistrarlos, derivad,1 de la genérica civil, ya que la legisla­

ción administrativa prevcc reglas y proceaimientos distintos de 1us previ~ 

tos para la exigencia de la rcsponsabil idi.ld civil, siendo impuesta la ----

sanción de la ley directamente por la autoridad acl11inistrativa. 

Asf 1 \a Ley de Presupuesto, Contabi1 idad y Gasto Público -

Federal dice en su artfculo 46: 

"Los funcionarios y demás personal de la~ entidades a que se 
refiere el articulo 2o. de esta Ley, serán responsables de -
cualquier ddña o perju,cio estimable en dtnero que sufra la­
Hacienda Pública Federal, la del Uepartamento del Oistri to -
Federdl l.I td p.:itri;:-;onio de cuíll(jtJfor f'ntid:!d de la .1ctninistra 
ción pública paracst.atal por actos u omisiones que \es sedo-­
imputables, o bien por incumplimiento o inob'.>ervancia de --­
oti1 i],1ciones derivadas de es.ta ley, inherentes a su cargo o­
re':.1r.;ionadas con su función o actuación. 

La:; respon:;abilidades se constituirán en primer ténnino a las 
personas que directamente hayan ejecutado los actos o incu-­
rran en las omisiones que las origin.1ron y, subsidiariamente 
a los funcionarios;¡ demás per-:.onal que, por la fndn1e de sus 
funciones, h(1yan oolitido la revisión o autorizado tales actos 
por causd';) '-1lH! impliquen dolo, culpa o negligencia por parte 
de los mlsrnos. 

Serán responsables solidarlos con los funcionarios '.J demás -
personal de las entidades, los particulares (!fl lo.:. casos en­
que hayan participado y originen una respon~abilid,HL 

De este artfculo resalta el que para 1a existencia de la re_l 

¡:;cn:abilid1d es indispensable la culpa en el dai\o, asf corno la imposibilidad­

de fincar directamente a los particulares una responsabilidad, pues solamente 

lo serán en virtud de una participación. 
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independientemente de 1'1 espec:ial idud nonnaliva pa1·a deter­

minar la existencia de responsabilidad adtnlnlstrativd, la caracterfstica -­

esencial de la misma es que""ª vez constitufda en cantidad liquida. la de!:!._ 

da es imputada por la ley como crédito fiscal a cargo del culpable. 

Al 1 especto la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto 

Público Federal dice en su artfculo 47: 

"Las responsabil i darles que se cons t 1 tuya.n tendrán por objete 
indemnizar por los daños y perjuicios que ocasionen a la Ha­
cienda Pública fedcrd1 y a la del Departamento del lJistrlto­
Federal o d las entidades de la ad;1dnhtradón pJblica para­
estatal, las que tendrdn el carácter de créditos fhcillc-s y­
se fijarán por la Secretada de Programación y Presupuesto -
en cantidad Hquida, misma que se exigir se cubra desde lue­
go, sin perjuicio de Que, en su caso. la Tesorerfa de la Fe­
deración o la Ti;;sorería del Dcpartarnento del Distrito Fede-­
ral, las hag<Jn t~fectlvíls •1 través del proccdiinlento de cje-­
cuci6n respectivo. 

la Ley del Servicio ú~ la Te:sorerf.:i de la Fet1eraci6n cor1tiE-

ne las siguientes normas: 

"Artfculo 5o. Son du:dli.fft"S· de Tesorerfa de la Federación, 
cr1 los casos en que por mandado de 1as leyes u otra~ disposiciones o µar 
autorizadi6n expresa df~ la íesorerfa, ejerzan permanent~·nente o transito­
riamente algunas di:! las funciones de la 1.esorerfa: VI Los particulares -­
legalmente autoriz1.1dos. Artfculo D.- Los actos u omisiones c~ue impli•.1u!!n 
incumplimiento de la presente ley y de su reglamento por parte de los -­
servidores públicos de la Tesoreda y de ~us aux1liare:1, comprendidos los 
particulares lel]almente autorizados, así corho los de otras autoridades a­
quienes la misma l~y impong<.1 all]trna obligJción, se :.ancionarán por auto-­
ridad com¡;eter.tc crm~-or:t:e a la-. di:.~u:.ic:.;ne::; lcgJ'e· .. r~sp.:,,ictivas. 

Articulo 14.- Los 3ctos u ornisiones de que tengd conocimien 
to la Tesorerfa. que ir.1pliqu12n incumplimiento de esta ley, de su reglamcntO 
y demás disposiciones legal1~°>, dcbt:rán ccmuricarse i'I la autoridad adminis-­
trativa competente p¡¡ra qu(! <...e ¡.:ractiqu~n las investit;dclones y auditorfas­
necesari as y si de e 11 as apart..c i ere responsabi 1 i ddd admi ni-; tra ti va de los -
servfdorcs públicos, se im¡,ungan las sanciones disciplindrias correspon---­
dientes, conforme al procedimiento prev1sto en la ley de la materia. 

De aquí se deriva que los part1culares pueJd1 :oer ad.;;ini:;.-

tradores directos de fondos públicos, pero e\ lo no significa que de acuerdo-

con esta Ley se le juzgue de acuerdo a las mismas reglas que a los servido--
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res públicos, pues bien atlilra el artfculo 13 transcrito, que los actos 

u omisiones a dicha ley, "se sancionarán por autoridad competente confor_ 

me a las disposiciones legales respectivas", adem!s de que el art.kulo -

14 se refiere particulanriente a los servidores públicos. 

G) RESPOllSAB IL!DAO LABORAL. 

Asentamos en e 1 cap f tul o anterior que 1 a responsabi1 i dad l abe 

ral de los agentes del estado atiende al debida equilibrio en las relaciones 

entre el estado y la burocracia como movimiento sindical. Al respecto, con 

viene recordar que el artfculo So. de la Ley Federal de los Trabajadores al 

Servicio del Est~do excluye C'l(presamente de la aplicación de dicha Ley, a -

los empleados de confianza y por tanto de la posibilidad de que sean acree­

dores de responsa.bl 1 i dad l Jbora 1 propia de los scrv i dores públ ices. La 

fracción XIV del apartado B del artfculo 123 de la Constitución Fecti?ral se­

nolu que ltJS trabajadores de confian:a disfrutarán de las medidas de proteE._ 

c1ón al salario y gozarc'in de los beneficios de la seguridad social. 

Lt\ exclusión de la responsabllid.Jd laboral propia de los -­

servidon.•s públ ices ocurre irJualmente en el caso de las entidades paraest2_ 

tales cuy,9_réglmen laboral tci.mbién se encuentre exclufdo del apartado B del 

artfcula 123 de lo Constitución Federal. /\sf. la aplicación del Estatuto -

de los trabajadores queGa l 1mi tacto o. los trabajadores del sector central.Y 

a los de algunos de L:is 6rganos para.estatales de la Ad:ni:--.istración Pública 

Federal. 

Conforme al texto del arttculo lo. transitorio de la Ley F~ 

deral de Responsabilidades de los Servidores Públ ices quedaron derogadas -

todas aquellas disposiciones que se opongan a la mis1M, .:jüct!zmdo prPSP.rva­

dos los derechos sindicales de los trabajadores. 
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Debemos resal tdr qu~ en es le momento trdta111as exclusivamente 

el derecho mex.1cano y ae ld fonnJ en que es regulddd la responsabi J idad la---­

l.loral; el hecho de que l.!O nuestro µafs se haya deciClido tratar a li..1 re5ponsa-­

bll idad disciplinaria con tal ílmplitud, no significa que conceptualmente no -­

exista la necesidad de proteger el bien jurfdico del equilibrio entre el esta­

do y su burocracia como movimiento sindical. Tan solo basta imagrnar una fal­

ta que viole deberes laborales sin que se afecte la disciplina del servicio -­

públlco: un ejemplo claro seria la higiene personal de un agente estatal que -

no tiene contacto con el públ1co. 

Un argumento un tanto sofista que puede pretender justifi­

car la exlstencia de responsabl11dad laboral en nuestra legislación es el - -

sigu1ent.e; ia existencia de una regulación de las condic10nes generales de -­

trabajo es un derecho sindical del trabajador, pues si bien emanan de la ilU--

torida.d, esta deoc recabar y tom.1r r.n cuenta orev1dffiente a la oprnión del - -

Sindicato. Ahori1 bien, el arttculo 88 de la Ley federal de los frabajadorcs­

al Serviclo del EHado señala que en dichas condiciones oe trabajo se establ~ 

cerán las dlsposic1ones disciplinarias y la fonna de aplicarlas. Por lo tan­

to lo que ahf se prevea podrá ser ejecutado por medio del procedimiento del -­

Es t~tuto o bien de 1 a Ley de Responsabi li datles. 

Decimos que lo anterior es sofista dado que si se considera 

que la Ley ae Responsabilidades derogó las disposiciones que se le opusieran, 

tambifin fue derogada la fracción 111 de·I artfculo 88 citado; ello Sln -dejar· -

de per"juaicar el mencionado derecno s10d1cal de que existan condiciones gene­

rales de t.ri\bajo. 



- 76 

La Ley de Responsabil ldaoes sujet6 la ejecución de las reso­

luciones de cese o suspensifn a sentencia por parte del Tr1bunal ~ederal de --­

Conc.iliaci6n y Arbitraje. Esto no significa que dlcho Tribunal dicte senten-­

cia conforme a las reglas del artfculo 46 del lstatuto. ya que la propia Ley de 

Responsabiliaades en su Artfculo 3 señala que dicho órgano será competente para 

apl icaria. 
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e o N e L u s 1 (J ti E S: 

l. la conSC!cucncia de una omis1ón sin buena fe (culpable) 

del cump1imiento de. una norma moral 1 es la responsabilidad moral. No importa 

si el acto apareja o no consecuenc1as en ei mundo exterior o al individuo; el 

da.i\o lo sufre siempre el intractor. 

Il. l:.n derecho, la responsabilidad es el deoer jurfdic.o ae­

restabiecer un equilibrio alterado por una conducta antijurfdica que trae co­

mo consecuencia la afectación de un bien reconocido por el estado. 

tu.- La responsabilidad jurfdica si9nlfica que un individuo 

se encuentra sujeto a un deber que surge por el incumplimiento de otro deber: 

está contenida siempre dentro de una nonna de sane ión. El actQ antijurfd1co -

es premisa indispensable de ta !;3nci6n, .aunque no todo acto antijurfdico -~-­

implica responsabilidad. 

IV.- La culpa es el reproche al proceso animice de la con-­

ducta. Es dudosl'.l la Ycrac,daa de las teorlas de la responsabilidad objetiva. 

de la culpa social o de la culpa absolut~ en que proponen que existe respons,! 

bÚidad sin. culpa para ciertas conductas óa.ñosas. Este fe11ómeno debe llamar­

se de otra forma, pero no necesariamente d~be forzarse e 1 concepto de respon­

saoi l idad (en el que existe tfpicamente la culpabilidad}. Esta resu.tta ser -

un elemento constltut1vo de ia antij!Jricu1act oara que produzca la responsabi-­

lidad¡ la conducta antij1Jrfdica~ si no hay voluntad no hay conducta. 
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U11 inJtvtduo solamente es responsable por sus propios actos, 

no por los actos de otros. En los casos que prevec el derecho el deber de pa­

gar en estos casos. se trata solo de eso: de un deber primario, no de una san­

ción, ni de una rosponsabi l 1 dad. 

V.- El daño es la alteración no provechosa de un bien en el 

que el derecho tiene depositado cierto interés. El dai'lo no necesariamente debe 

:s.er de contenido patrimonial, sino que depende de la naturaleza del propio bien. 

VI.- La reparación igualmente no es necesar1amente de cante-

nido patrimonial. El propósito de la reparactón es restablecer el equilibrio-

alterado 1 y ello puede lograrse por distintos mt.!dio'.;. 

1./11.- Sigulendo la postura de la indivisibilidad del derecho-

se puede afinnar que existirán distintas responsabilidades corno sanciones pue-

da haber. pero sin atender a diferencias especHi cas; podrán agruparse E i !; te--

máticamente ;,tendiendo a los diferentes intereses del orden jurfdico. Siguie_!! 

do la postura de la divis1bilidad del derecho, llegaremos a una conclusión se-

ml?jante, ya que se sostiene que la diferencia entre las grandes ramas (público 

y privado} radica en la afectación o no de bienes reconocidos por el estado y-

sobre los que la !"'elación del mismo le es propia en forrr.a directa como autori-

tlo es correcto haolar de •1na responsab1lioad oistintiva de -

un grupo de sujetos (como los servidores públicos}; la variable de un concepto 

de responsabilidad es la afectación de los o.istintos bienes reconocidos por el 

P.stado; aunque solamente puedan ser dañados teniendo tal o cual calidad. 
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Vlli.- la rt!lación del estaao con sus trab!ljadores es disti_!! 

ta de la que existe entre cualquier patrón part1cular y los suyos. Dada la posj_ 

bilidaa del agente de dañar más oicnes jurfdicos que el común de los ciudadanos, 

está sujeto a mas deberes y en consecuoncia puede ser acreedor de más rcsponsa-­

bil ldades. 

IX.- El concepto genérico de servidor público es mutable pue~ 

to que el papel que descrnpci'la en cadd organización estatal es distinta y de ail 

tintos alcances. Sin embar90 ,puede hablarse de deben.:s co~.1unmente s0Hen1 dos -

como propios del servidor pUbl 1co con l.!ilse en los Cdractere~ que nonnalmentc -­

rigen la rel11ción 1 como son: el personalismo, la profesion11lidad 1 la vocación -

de penr.ancncia de la relación, l.i subordinaciún y la lnexcusab1l1dad del cu:nplj_ 

miento del debt!r. 

X.- La potestad san..:1onadord, le: es propid al estado por ser_ 

le la aplicación de las leyl•S y la tarea de asegurar el drition1vso desarrollo de 

la sociedad. Si bien es dudoso que la admimstrdc1ón tenga la facultad de 1rr:p..2_ 

ner sanc10nes, no puede desconocerse que si existe tu 1 ac t1 vi dad, y que dichas­

sanciones emdnan de actos administrativos. 

L\1 potc~tad sanclonJdura de. la cd;1dnistración tiene como fin 

la propia rrotección, se encargd ce la antijuricidad que lesiona a la act1Vidad­

de la aelministración pública como fonc1ón, con efectos solamente respecto de 

quienes está directam8nte en relación con su organización o tuncionam1ento y no 

inclufdas dentro de las sanciones aominlstrativas se encuen­

tran respecto de los servidores públicos, las aisciplinarias y las admrnistrat.i 

vas en sentido estricto. 
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Xi.- El uien jurfd1co prutegido por la responsabilidad dis­

cipl 1naria es el cuinpl imiento de los deber~s públ lcos por parte del servidor -

público hacia la administración estatal. E1 ni en jurfdtco protegid.o por la --­

responsab1Hdad adrrnnistrativa es la correcta administración de bienes y fon-­

dos públ1cos. Para la responsabilidad penal del agente estatal. el bien jurf­

dico protegiao será el desempeño de su gestión sin la afectación de\ orden pú­

blico. La respons,1b\lidad civil se refiere 11 los danos que ocasionu el agente 

estatal en su mala actuación contra terceros ajenos a la adndn1straci6n. úe -

la responsaoil1dad polftica ditfcilmente puede decirse que es juddica; sin -­

emoargc el biun tutelado es la confianza que se deposlta en el agente estatal­

para su desempetlo polftico, villor que una vez atectado rompr: con ta armonfa de 

ur: ru!-!blo en una administración concreta. La responsabilidad laboral de los -

dgentes del estado atiende al deoido equil1bno en las relddun.::.·; entre •:1 --­

t::stado y la burocracia como movimiento sindical, 

Xll.- El derecho mexicano prácticamente sujeta a todo indivi­

duo que desempeñe un emplea. cargo o comisión para el Estado o a su Administr2_ 

c16n Paraestatal, a las rt~~po11sabilidades especfficas de 1as servidores públi­

cos; :;i bien es claro que no todo agente estatal. ctctie estar sujeto a las mis-­

mas responsabi 1 idaCl<!S y juzg3do por ·1as mismos pJrdmctros. 

úe los textos constituciunaies no s~ desprende la posibili­

dad de que un particutdr sin hdber sido servidor públicc, sea suJeto directa-­

mente de este tipo de respon~abi l1aarit:~. 
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Xlll.- Existt! la responsabilidad polftica ~n México con -

carácter jurfdico; s1n embargo, la descripción de dichas conductas es lan -­

amplia, que deberd ser muy evidente la transgrcs16n del funcinario como para 

que podamos concluir que se ies10nó el bien jurfdico protegido. 

1..IV.- La Constitucilin dt-ja a las Leyes Penales la defi­

nición de los delitos específicos del scrvid~r público, pero al no di!;tin--­

guir1lo que debe cntl..'!ndcrsc por este último, tlicnos Ucil itos lrt h•gislación -

penal podrá imputarlos a cualquier suj11to que Sf:' encuentre comprend1do den-­

tro del artfculo 108 constitucional, que define el concepto genérico de ser­

vidor pübl ico. 

Pueden :;cr sujetos de rcspon~aoilidad ~en~l especffica de 

los servidores públ leos las part1culares; pero, únicamente paril. los CdSOS 

de pLirticipación. tíada 1mpid~ qu(' un servidor público qu~ oejo dr~ serlo sea 

responsable penalmente por los dt!l 1 tos que conictió durante su at:sempef'lo cor11:l 

tal; ya que e aden público puede ser restatJlecido mediantt! la pena. 

(xisten delitos cometidos por los particulares que se en­

cuentran comprendiaos dentro del capitulo destinado a los servidores pero que 

protegen distintos b1ene~ juddicos, pe>ro que por seguir un sistema. su loe"ª" 

1 ización en el código 1 es correcta~ en cambio hay otros que debieran compre.!!_ 

derse en otros capftulos. 

La 1111procedencia de la acciOn penal en contra de algunos­

servidores públicos, está instituida en protección del órgano de tunción pú­

blica y no del titular. 
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XV.- ~n Mexico, la responsabilidad disciplinarla es lla­

mada administrativa. 

La responsabilidad d1scipl inaria supone falta en los 

deberes func1onares de los agentes, y par lo tanto la calidad de tal es 

indispensaole para que ex1sta. 

XVI.- La rcsponsabllidad c1vil del servidor público surge -

cuando éste causa culpablemente daño a terceros al actuar en ejercicio de sus 

atribuciones contra las leyes de orden públ1co o Lis buenas costwnores y de-­

º" repararlo; el estado solamente será responsable subsidiario. 

XVII.- La obligación de reparar un daño, cualquiera que este 

S.t!a. se del'lva del derecho común. A pesar de ésto, en e\ üerccho Me,-.;Í...:<illü -

:.i podemos hao lar de que existe una responsabil load especial por dañar bíe-­

nes y fondos públicos por parte <le ind1viduos encargado~ de administrarlos 1 -

si bien 1 derivada de la genérica c1vi 1, y que es la responsabilidad adminis­

trativa. 

XVi!I.- La totalidad de los deoeres y de las causas de c~se -

ele Cdrácter lcbor"al, previstas por lo ley Federal de los Jrabajadores al Ser­

vic10 del Estado. se contemplan en el catálogo de ao1igaciones del artfcula -

47 de 1 a Ley federa 1 de Hespons.::tbil idades de los Scrv idures Públicos. Por 

ello podemos negar que existe ld 1·c:i.i:1un:>Jb!1~d.:!d 1Jt-0··,-,1 f1P los serviaores 

públicos en aerecho lfle). i cano. 
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